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I. DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA

Ley 9/2007, de 13 de junio, de subvencio-
nes de Galicia.

Exposición de motivos

I

La concesión de subvenciones constituye hoy un
instrumento básico e indispensable para la consecu-
ción de los objetivos fijados en la política social y eco-
nómica del Gobierno de la Comunidad Autónoma. Su
complejidad y variación, así como la importancia de
los recursos afectados, requiere su consideración des-
de varias perspectivas, como actividad administrativa,
como modalidad de gasto público e incluso como ins-
trumento de planificación económica, pero con rasgos
propios de esta área que sostienen su regulación en un
marco jurídico único, cuyas características generales
se establezcan mediante ley del Parlamento de Gali-
cia.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de
subvenciones, incide en la regulación autonómica
existente con la vocación de otorgar un tratamiento
homogéneo a la relación jurídica subvencional en las
diferentes administraciones públicas, lo que funda-
mentó la dotación de carácter básico de gran parte de
sus preceptos. Pero la ordenación de un régimen jurí-
dico común de esta relación, como finalidad nuclear
de la citada ley, ha de conciliarse, dentro del respeto a
la regulación básica, con el desarrollo del régimen
jurídico propio correspondiente al ámbito competen-
cial autonómico. En este sentido, es objeto de la pre-
sente ley el establecimiento de una regulación con-
gruente con las peculiaridades de la organización de la
Administración de la Comunidad Autónoma y sus
mecanismos de financiación, impulsora de la gestión
eficaz y eficiente de sus recursos, pero que, al tiempo,
profundice en la salvaguarda del interés público.

La presente ley también es de aplicación a las enti-
dades locales de Galicia, aunque con una previsión de
adaptación reglamentaria que atiende a las específicas
condiciones de organización y funcionamiento de las
mismas.

La ley procura a lo largo de su articulado la aplica-
ción de principios jurídicos básicos en la materia sub-
vencional, mediante la adopción de medidas concretas
adecuadas a sus enunciados. La transparencia, efica-
cia y eficiencia en la gestión fundamentan, entre otras,
las obligaciones de publicidad en distintos momentos
de los procedimientos, la asunción a nivel legal de las
directrices básicas de los registros de subvenciones, el
fomento del uso intensivo de las tecnologías de la
información y de las comunicaciones en la tramitación
administrativa y la implantación del procedimiento
abreviado de concesión.

II

La ley divide su articulado en cinco títulos, integra-
dos por sesenta y ocho artículos, ocho disposiciones

adicionales, tres disposiciones transitorias y una dero-
gatoria.

El título preliminar recoge la definición del ámbito
de aplicación de la norma, el concepto de subvención,
las figuras del beneficiario y las entidades colaborado-
ras y las obligaciones derivadas de tal condición, la
forma de aprobación de las bases reguladoras y su
contenido, así como la publicidad de las subvenciones
concedidas. En este título se establecen los principios
rectores de la gestión de las subvenciones, cuyas
manifestaciones aparecen a lo largo del texto legal.

En lo que respecta al órgano concedente para la con-
cesión de las subvenciones en el ámbito de la Admi-
nistración de la Xunta de Galicia, la competencia se
atribuye con carácter general a los titulares de las con-
sejerías, aunque será necesaria la autorización del
Consejo de la Xunta cuando se rebase determinado
límite cuantitativo.

La extensa enumeración de los extremos integrantes
de las bases reguladoras responde a la necesidad de
configurarlas como el elemento básico definitorio de la
relación que se constituya entre la administración ges-
tora y el beneficiario de la subvención, procurando el
pleno conocimiento de los derechos y deberes que le
corresponden y la instauración de la relación con ple-
na seguridad jurídica.

A fin de avanzar en los objetivos de transparencia
mediante la transición de los procedimientos tradicio-
nales de la llamada administración electrónica, se pre-
vé el establecimiento en las bases reguladoras de la
tramitación telemática de los procedimientos adminis-
trativos.

III

El título I se destina a regular los procedimientos de
concesión y gestión de las subvenciones.

El procedimiento ordinario de concesión será el de
concurrencia competitiva. No obstante, la ley flexibili-
za la aplicación del régimen en aquellos supuestos en
los que la propia naturaleza de la subvención hace
innecesaria la comparación en un único procedimien-
to de las solicitudes presentadas y cuya concesión se
realiza por la comprobación de la concurrencia en el
solicitante de los requisitos establecidos en las bases
reguladoras, permitiendo el establecimiento de plazos
de solicitud abiertos de forma continuada hasta el ago-
tamiento del crédito presupuestario.

El procedimiento de concesión directa, excluido de
las previsiones de la ley en lo referente a la aplicación
de los principios de publicidad y concurrencia, sólo
será de aplicación en los supuestos en que exista dota-
ción nominativa en los presupuestos generales de la
Comunidad, en los que se impongan por norma de ran-
go legal o cuando, con carácter excepcional, se acredi-
ten razones de interés público, social, económico o
humanitario, u otras debidamente justificadas que
dificulten su convocatoria pública.

Este título se ocupa finalmente de la regulación de
la justificación y gestión presupuestaria de las subven-
ciones.



10.920 DIARIO OFICIAL DE GALICIA Nº 121 � Lunes, 25 de junio de 2007

IV

El título II aborda el régimen jurídico de la invali-
dez, la revocación y el reintegro de subvenciones esta-
bleciendo sus causas. La iniciación y resolución de los
procedimientos corresponde al órgano gestor de las
subvenciones.

El plazo de prescripción en materia de reintegro se
regula específicamente en la ley, y se reduce, de
manera equiparable a lo establecido en materia san-
cionadora, a cuatro años para lograr una mayor cohe-
rencia entre ambos procedimientos.

La ley regula expresamente las figuras de la com-
pensación y retención de pagos para una más ágil
recuperación de los recursos públicos.

V

El título III se dedica al control financiero sobre la
concesión y aplicación de las subvenciones, primando
esta modalidad de control sobre los previos que se
establecen en las anteriores fases de gestión. El con-
trol de la concesión y aplicación de las subvenciones
cobra plena sustantividad como procedimiento admi-
nistrativo, al constituirse una relación administrativa
funcional de carácter singular entre el órgano que con-
trola, perteneciente a la esfera administrativa, y el
beneficiario o entidad sujetos al control. En este sen-
tido, se refuerzan las facultades del personal controla-
dor y el deber de colaboración en las actuaciones, al
tiempo que se mantienen las garantías de procedi-
miento establecidas en defensa de los derechos de los
beneficiarios. Se trata, en definitiva, de conciliar sus
legítimos intereses particulares con la agilidad en los
procedimientos de control y reintegro para velar por la
recuperación o resarcimiento de los intereses públi-
cos.

Para finalizar, el título IV regula la potestad sancio-
nadora en el ámbito subvencional, en el que se esta-
blecen las enumeraciones de infracciones y sanciones
con arreglo a la normativa básica estatal. La ley refuer-
za el principio de tipicidad que rige en el derecho san-
cionador con la delimitación más precisa de la ponde-
ración de los criterios de graduación en relación al
importe de la sanción, reduciendo los márgenes de
discrecionalidad del órgano competente para sancio-
nar en aras de una mayor seguridad jurídica.

La ley establece la publicidad de las resoluciones
sancionadoras graves o muy graves, firmes en la vía
judicial, que se publicarán en el Diario Oficial de
Galicia, y asimismo todas las sanciones administrati-
vas firmes figurarán en el Registro Público de Subven-
ciones con expresión de las personas físicas o jurídi-
cas afectadas, normativa infringida e importe de la
sanción.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia apro-
bó y yo, de conformidad con el artículo 13.2º del Esta-
tuto de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983,
de 23 de febrero, reguladora de la Xunta y de su Pre-
sidencia, promulgo en nombre del Rey, la Ley de sub-
venciones de Galicia.

Título preliminar
Disposiciones generales

Capítulo I
Del ámbito de aplicación de la ley

Artículo 1.-Objeto.

La presente ley tiene por objeto la regulación del
régimen jurídico propio de las subvenciones cuyo
establecimiento y gestión corresponde a la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Galicia, orga-
nismos y demás entidades vinculadas o dependientes
de la misma, así como también a las entidades locales
de Galicia, incluidos los organismos y entidades
dependientes de las mismas.

Artículo 2.-Concepto.

1. Se entiende por subvención, a los efectos de la
presente ley, toda disposición dineraria realizada por
la Administración de la Comunidad Autónoma, o por
una entidad vinculada o dependiente de ella, a favor
de personas públicas o privadas, y que cumpla los
siguientes requisitos:

a) Que la entrega se realice sin contraprestación
directa de los beneficiarios.

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un
determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la
realización de una actividad, la adopción de un com-
portamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o
la concurrencia de una situación, debiendo el benefi-
ciario cumplir las obligaciones materiales y formales
que se hubieran establecido.

c) Que el proyecto, la acción, la conducta o la situa-
ción financiada tenga por objeto el fomento de una
actividad de utilidad pública o interés social o la pro-
moción de una finalidad pública.

2. No tienen el carácter de subvenciones:

a) Las prestaciones previstas en el artículo 2.4 de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subven-
ciones, destinadas a personas físicas, y las prestacio-
nes autonómicas de naturaleza similar a éstas o de
carácter asistencial.

b) Los beneficios fiscales a favor de los usuarios de
bienes y de servicios públicos aplicables en los pre-
cios correspondientes.

c) Las aportaciones dinerarias a favor de otras admi-
nistraciones y a favor de organismos y entidades
dependientes de la Administración de la Comunidad
Autónoma sometidos al ordenamiento autonómico des-
tinadas a financiar global o parcialmente su actividad
con carácter indiferenciado.

d) Las aportaciones dinerarias a favor de otras admi-
nistraciones públicas o de sus entidades dependien-
tes, establecidas mediante norma legal o reglamenta-
ria y destinadas a financiar actividades de su
competencia o impuestas por una norma emanada de
la administración otorgante.

3. Serán de aplicación los preceptos de la presente
ley a los actos o negocios jurídicos que de acuerdo con
su verdadera naturaleza impliquen la concesión de
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subvenciones con arreglo a lo dispuesto en el aparta-
do primero de este artículo, con independencia de la
forma o denominación que le hubieran dado las partes.

Artículo 3.-Ámbito de aplicación.

1. La ley es de aplicación a las subvenciones esta-
blecidas o gestionadas por:

a) La Administración general de la Comunidad
Autónoma de Galicia.

b) Los organismos autónomos y entidades de dere-
cho público del artículo 12. 1.b) del Decreto legislati-
vo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de régimen financiero y pre-
supuestario de Galicia.

c) Las entidades locales de Galicia, incluidos los
organismos y entes dependientes de las mismas.

2. Serán de aplicación los principios de gestión con-
tenidos en el artículo 5.2 de la presente ley y los de
información a que hace referencia el artículo 16 a las
aportaciones dinerarias sin contraprestación que reali-
cen los demás entes vinculados o dependientes de la
Xunta de Galicia y de las entidades locales gallegas.
En todo caso, las aportaciones gratuitas tendrán rela-
ción directa con el objeto de la actividad contenido en
la norma de creación o en sus estatutos. La concesión
de estas aportaciones habrá de ajustarse a las normas
de procedimientos elaboradas por las entidades en
aplicación de los citados principios.

3. Las subvenciones establecidas por la Unión Euro-
pea, el Estado u otro ente público, cuya gestión corres-
ponda, total o parcialmente, a la Administración de la
Comunidad Autónoma, así como la financiación com-
plementaria de dichas subvenciones que pueda otor-
gar esta administración, se regirán por el régimen jurí-
dico del ente que las establezca, sin perjuicio de la
aplicación de las normas de organización y procedi-
miento propios de la Administración de la Comunidad
Autónoma. En cualquier caso, la presente ley se apli-
cará con carácter supletorio respecto a la normativa
reguladora de las subvenciones financiadas por la
Unión Europea.

Artículo 4.-Exclusiones del ámbito material de apli-
cación.

1. Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la
presente ley los siguientes supuestos:

a) Los premios que se otorguen sin previa solicitud
del beneficiario.

b) Las subvenciones contempladas en la legislación
de régimen electoral y en la legislación de financia-
ción de los partidos políticos, las subvenciones a los
grupos parlamentarios del Parlamento de Galicia y las
aportaciones percibidas por los grupos políticos de las
entidades locales, que se regirán por su normativa
específica.

2. Los créditos concedidos a particulares sin interés
o con interés inferior al del mercado así como las sub-
venciones a los intereses de los créditos concedidos a
particulares se regirán por su normativa específica y
en su defecto por las prescripciones de la presente ley

que sean acomodadas a la naturaleza de tales opera-
ciones, en particular, los principios generales, requisi-
tos y obligaciones de beneficiarios y entidades colabo-
radoras y procedimiento de concesión.

Capítulo II
Disposiciones comunes a las subvenciones públicas

Artículo 5.-Principios generales.

1. Los órganos de la administración que propongan
el establecimiento de subvenciones, con carácter pre-
vio, deberán concretar en un plan estratégico de sub-
venciones los objetivos y efectos que se pretenden con
su aplicación, el plazo necesario para su consecución,
los costes previsibles y sus fuentes de financiación,
supeditándose, en todo caso, al cumplimiento de los
objetivos de estabilidad presupuestaria.

2. La gestión de las subvenciones a que se refiere la
presente ley se realizará de acuerdo con los siguientes
principios:

a) Publicidad, transparencia, concurrencia, objetivi-
dad, igualdad y no discriminación.

b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fija-
dos por la administración otorgante.

c) Eficiencia en la asignación y utilización de los
recursos públicos.

Artículo 6.-Requisitos para el otorgamiento de las
subvenciones.

1. En aquellos casos en que, de acuerdo con lo dis-
puesto en los artículos 87 a 89 del Tratado constituti-
vo de la Unión Europea, deban comunicarse los pro-
yectos para el establecimiento, la concesión o la
modificación de una subvención deberán notificarse a
la Comisión Europea de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administraciones públicas y
del procedimiento administrativo común, en los térmi-
nos que se establezcan reglamentariamente.

2. Con carácter previo al otorgamiento de las sub-
venciones, deberán aprobarse las bases reguladoras de
concesión en los términos establecidos en la presente
ley.

3. Las bases reguladoras de cada tipo de subvención
se publicarán en el Diario Oficial de Galicia y en la
página web del órgano concedente.

4. Adicionalmente, el otorgamiento de una subven-
ción debe cumplir los siguientes requisitos:

a) La competencia para otorgarla del órgano admi-
nistrativo concedente.

b) La existencia de crédito adecuado y suficiente
para atender a las obligaciones de contenido económi-
co que se derivan de la concesión de la subvención.

c) La tramitación del procedimiento de concesión de
acuerdo con las normas que resulten de aplicación.

d) La fiscalización previa de los actos de contenido
económico, en los términos previstos en el Decreto
legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de régimen finan-
ciero y presupuestario de Galicia.
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e) La aprobación del gasto por el órgano competen-
te.

Artículo 7.-Órganos competentes para la concesión
de subvenciones.

1. Los consejeros, presidentes o directores de los
organismos autónomos y los órganos rectores de los
demás entes, de acuerdo con sus leyes de creación o
normativa específica dentro de su ámbito de compe-
tencia, serán competentes para conceder subvencio-
nes.

2. No obstante, requerirá autorización del Consejo
de la Xunta la concesión de subvenciones que superen
la cuantía de 3.000.000 de euros por beneficiario. La
autorización no implicará la aprobación del gasto, que
corresponderá en todo caso al órgano competente para
la concesión de la subvención.

3. Las facultades de los órganos competentes para la
concesión de subvenciones podrán ser desconcentra-
das o delegadas en los términos fijados en las normas
sobre la atribución y el ejercicio de competencias.

4. La competencia para conceder subvenciones en
las entidades locales corresponde a los órganos que la
tengan atribuida en su normativa específica.

Artículo 8.-Beneficiarios.

1. Tendrá la consideración de beneficiario de sub-
venciones la persona que haya de realizar la actividad
que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre
en la situación que legitima su concesión.

2. Cuando el beneficiario sea una persona jurídica,
y siempre que así se prevea en las bases reguladoras,
los miembros asociados del beneficiario que se com-
prometan a efectuar la totalidad o parte de las activi-
dades que fundamentan la concesión de la subvención
en nombre y por cuenta del primero tendrán igualmen-
te la consideración de beneficiarios.

3. Cuando se prevea expresamente en las bases
reguladoras, podrán acceder a la condición de benefi-
ciario las agrupaciones de personas físicas o jurídicas,
públicas o privadas, las comunidades de bienes o
cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio
separado que, aun careciendo de personalidad jurídi-
ca, puedan llevar a cabo los proyectos, actividades o
comportamientos o se encuentren en la situación que
motiva la concesión de la subvención.

Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas
o jurídicas, públicas o privadas sin personalidad,
deberán hacerse constar expresamente, tanto en la
solicitud como en la resolución de concesión, los com-
promisos de ejecución asumidos por cada miembro de
la agrupación, así como el importe de subvención a
aplicar por cada uno de ellos, que tendrán igualmente
la consideración de beneficiarios. En cualquier caso,
deberá nombrarse un representante o apoderado único
de la agrupación, con poderes suficientes para cumplir
las obligaciones que, como beneficiario, corresponden
a la agrupación. No podrá disolverse la agrupación
hasta que transcurra el plazo de prescripción previsto
en los artículos 35 y 63 de la presente ley.

Artículo 9.-Entidades colaboradoras.

1. Será entidad colaboradora aquélla que, actuando
en nombre y por cuenta del órgano concedente a todos
los efectos relacionados con la subvención, entregue y
distribuya los fondos públicos a los beneficiarios
cuando así se establezca en las bases reguladoras, o
colabore en la gestión de la subvención sin que se pro-
duzca la previa entrega y distribución de los fondos
recibidos. Estos fondos en ningún caso se considera-
rán integrantes de su patrimonio.

Igualmente tendrán esta condición los que siendo
denominados beneficiarios conforme a la normativa
comunitaria tengan encomendadas, exclusivamente,
las funciones enumeradas en el párrafo anterior.

2. Podrán ser consideradas entidades colaboradoras
los organismos y demás entes públicos, las sociedades
mercantiles participadas íntegra o mayoritariamente
por las administraciones públicas, organismos o entes
de derecho público y las asociaciones a que se refiere
la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2
de abril, reguladora de las bases del régimen local, así
como las demás personas jurídicas públicas o privadas
que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que
se establezcan.

3. La Administración general del Estado, otras
comunidades autónomas y las corporaciones locales
podrán actuar como entidades colaboradoras de las
subvenciones concedidas por la Comunidad Autóno-
ma de Galicia o sus organismos públicos y demás
entes que tengan que ajustar su actividad al derecho
público. De igual forma, y en los mismos términos, la
Comunidad Autónoma y sus organismos públicos
podrán actuar como entidades colaboradoras respecto
de las subvenciones concedidas por la Administración
general del Estado, otras comunidades autónomas y
las corporaciones locales.

Artículo 10.-Requisitos para obtener la condición de
beneficiario o entidad colaboradora.

1. Podrán obtener la condición de beneficiario o
entidad colaboradora las personas o entidades que se
encuentren en la situación que fundamenta la conce-
sión de la subvención o en las que concurran las cir-
cunstancias previstas en las bases reguladoras y en la
convocatoria.

2. No podrán obtener la condición de beneficiario o
entidad colaboradora de las subvenciones reguladas
en la presente ley las personas o entidades en las que
concurra alguna de las circunstancias siguientes, sal-
vo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe
por su normativa reguladora:

a) Ser condenadas mediante sentencia firme a la
pena de pérdida de la posibilidad de obtener subven-
ciones o ayudas públicas.

b) Solicitar la declaración de concurso, ser declara-
dos insolventes en cualquier procedimiento, hallarse
declarados en concurso, estar sujetos a intervención
judicial o ser inhabilitados conforme a la Ley concur-
sal sin que concluya el periodo de inhabilitación fija-
do en la sentencia de calificación del concurso.
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c) Dar lugar, por causa de la que fueran declarados
culpables, a la resolución firme de cualquier contrato
celebrado con la administración.

d) Estar incursa la persona física, los administrado-
res de las sociedades mercantiles o aquéllos que
ostenten la representación legal de otras personas jurí-
dicas en alguno de los supuestos de incompatibilida-
des que establezca la normativa vigente.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las
obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social
o tener pendiente de pago alguna otra deuda con la
Administración pública de la Comunidad Autónoma
en los términos que reglamentariamente se determi-
nen.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio
calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones
por reintegro de subvenciones en los términos que
reglamentariamente se determine.

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme
con la pérdida de la posibilidad de obtener subvencio-
nes según la presente ley o la Ley general tributaria.

No podrán acceder a la condición de beneficiarios
las agrupaciones previstas en el segundo párrafo del
apartado 3 del artículo 8 de la presente ley cuando
concurra alguna de las prohibiciones anteriores en
cualquiera de sus miembros.

3. En ningún caso podrán obtener la condición de
beneficiario o entidad colaboradora de las subvencio-
nes reguladas en la presente ley las asociaciones
incursas en las causas de prohibición previstas en los
apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley orgánica
1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de
asociación.

Tampoco podrán obtener la condición de beneficia-
rio o entidad colaboradora las asociaciones respecto
de las que se suspendió el procedimiento administra-
tivo de inscripción por encontrarse indicios racionales
de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en el
artículo 30.4 de la Ley orgánica 1/2002, en tanto no
recaiga resolución judicial firme en cuya virtud pueda
practicarse la inscripción en el correspondiente regis-
tro.

4. Las prohibiciones contenidas en las letras b), d),
e), f) y g) del apartado 2 y en el apartado 3 de este
artículo se apreciarán de forma automática y subsisti-
rán mientras concurran las circunstancias que, en
cada caso, las determinen.

5. Las prohibiciones contenidas en las letras a) y h)
del apartado 2 de este artículo se apreciarán de forma
automática. El alcance de la prohibición será el que
determine la sentencia o resolución firme. En su falta,
el alcance se fijará de acuerdo con el procedimiento
determinado reglamentariamente, sin que pueda exce-
der de cinco años en caso de que la prohibición no se
derive de sentencia firme.

6. La apreciación y el alcance de la prohibición con-
tenida en la letra c) del apartado 2 de este artículo se
determinarán de acuerdo con lo establecido en el

artículo 21 en relación con el artículo 20.c) del texto
refundido de la Ley de contratos de las administracio-
nes públicas, aprobado por Real decreto legislativo
2/2000, de 16 de junio.

7. La justificación por parte de las personas o enti-
dades de no estar incursos en las prohibiciones para
obtener la condición de beneficiario o entidad colabo-
radora, señaladas en los apartados 2 y 3 de este artícu-
lo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, cer-
tificados telemáticos o transmisiones de datos, de
acuerdo con lo establecido en la normativa correspon-
diente o mediante certificación administrativa, según
los casos. Dicho documento podrá ser sustituido por
una declaración responsable.

Artículo 11.-Obligaciones de los beneficiarios.

Son obligaciones del beneficiario:

a) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar
la actividad o adoptar el comportamiento que funda-
menta la concesión de las subvenciones.

b) Justificar ante el órgano concedente o la entidad
colaboradora, en su caso, el cumplimiento de los
requisitos y condiciones, así como la realización de la
actividad y el cumplimiento de la finalidad que deter-
minen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación, a
efectuar por el órgano concedente o la entidad colabo-
radora, en su caso, así como a cualquier otra actua-
ción, sea de comprobación y control financiero, que
puedan realizar los órganos de control competentes,
tanto autonómicos como estatales o comunitarios,
aportando cuanta información le sea requerida en el
ejercicio de las actuaciones anteriores.

d) Comunicar al órgano concedente o la entidad
colaboradora la obtención de otras subvenciones, ayu-
das, ingresos o recursos que financien las actividades
subvencionadas, así como la modificación de las cir-
cunstancias que hubieran fundamentado la concesión
de la subvención.

Esta comunicación deberá efectuarse en el momen-
to en que se conozca y, en todo caso, con anterioridad
a la justificación de la aplicación dada a los fondos
percibidos.

e) Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta
de resolución de concesión que se encuentra al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tri-
butarias y frente a la Seguridad Social y que no tiene
pendiente de pago alguna otra deuda con la Adminis-
tración pública de la Comunidad Autónoma, en la for-
ma que se determine reglamentariamente, y sin perjui-
cio de lo establecido en la disposición adicional
decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de régimen jurídico de las administraciones públicas
y del procedimiento administrativo común.

f) Disponer de los libros contables, registros diligen-
ciados y demás documentos debidamente auditados en
los términos exigidos por la legislación mercantil y
sectorial aplicable al beneficiario en cada caso, así
como cuantos estados contables y registros específicos
sean exigidos por las bases reguladoras de las subven-
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ciones, con la finalidad de garantizar el adecuado ejer-
cicio de las facultades de comprobación y control.

g) Conservar los documentos justificativos de la apli-
cación de los fondos recibidos, incluidos los documen-
tos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las
actuaciones de comprobación y control.

h) Adoptar las medidas de difusión contenidas en el
apartado 3 del artículo 15 de la presente ley.

i) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en
los supuestos contemplados en el artículo 33 de la pre-
sente ley.

Artículo 12.-Obligaciones de las entidades colabo-
radoras.

Son obligaciones de la entidad colaboradora:

a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos
de acuerdo con los criterios establecidos en las bases
reguladoras de la subvención y en el convenio celebra-
do con la entidad concedente.

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efecti-
vidad de las condiciones o requisitos determinantes
para su otorgamiento, así como la realización de la
actividad y el cumplimiento de la finalidad que deter-
minen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante
el órgano concedente de la subvención y, en su caso,
entregar la justificación presentada por los beneficia-
rios.

d) Someterse a las actuaciones de comprobación que
respecto de la gestión de dichos fondos pueda efectuar
el órgano concedente, así como cualesquiera otras de
comprobación y control financiero que puedan realizar
los órganos de control competentes, tanto estatales
como comunitarios, aportando cuanta información le
sea requerida en el ejercicio de las actuaciones ante-
riores.

Artículo 13.-Convenio de colaboración con entida-
des colaboradoras.

1. Se formalizará un convenio de colaboración entre
el órgano administrativo concedente y la entidad cola-
boradora en el que se regularán las condiciones y obli-
gaciones asumidas por ésta.

2. El convenio de colaboración habrá de contener,
como mínimo, los siguientes extremos:

a) Definición del objeto de la colaboración y de la
entidad colaboradora.

b) Identificación de la normativa reguladora especial
de las subvenciones que van a ser gestionadas por la
entidad colaboradora.

c) Plazo de duración del convenio de colaboración.

d) Medidas de garantía que sea preciso constituir a
favor del órgano administrativo concedente, medios de
constitución y procedimiento de cancelación.

e) Requisitos que debe cumplir y hacer cumplir la
entidad colaboradora en las diferentes fases del proce-
dimiento de gestión de las subvenciones.

f) En caso de colaboración en la distribución de los
fondos públicos, determinación del periodo de entrega
de los fondos a la entidad colaboradora y de las condi-
ciones de depósito de los fondos recibidos hasta su
entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los
fondos públicos, condiciones de entrega a los benefi-
ciarios de las subvenciones concedidas por el órgano
administrativo concedente.

h) Forma de justificación por parte de los beneficia-
rios del cumplimiento de las condiciones para el otor-
gamiento de las subvenciones y requisitos para la veri-
ficación de la misma.

i) Plazo y forma de la presentación de la justificación
de las subvenciones aportada por los beneficiarios y,
en caso de colaboración en la distribución de los fon-
dos públicos, de acreditación por parte de la entidad
colaboradora de la entrega de los fondos a los benefi-
ciarios.

j) Determinación de los libros y registros contables
específicos que debe llevar la entidad colaboradora
para facilitar la adecuada justificación de la subven-
ción y la comprobación del cumplimiento de las con-
diciones establecidas.

k) Obligación de reintegro de los fondos en el
supuesto de incumplimiento de los requisitos y obliga-
ciones establecidas para la concesión de la subven-
ción y, en todo caso, en los supuestos regulados en el
artículo 33 de la presente ley.

l) Obligación de la entidad colaboradora de someter-
se a las actuaciones de comprobación y control previs-
tas en la letra d) del artículo 12 de la presente ley.

m) Compensación económica que, en su caso, se fije
a favor de la entidad colaboradora.

3. Cuando la Administración general del Estado, la
administración de otras comunidades autónomas o las
corporaciones locales actúen como entidades colabo-
radoras, la Administración de la Comunidad Autóno-
ma o los organismos públicos vinculados o dependien-
tes de la misma suscribirán con aquéllas los
correspondientes convenios en los que se determinen
los requisitos para la distribución y entrega de los fon-
dos y los criterios de justificación y de rendición de
cuentas.

4. Cuando las entidades colaboradoras sean perso-
nas sujetas a derecho privado, se seleccionarán pre-
viamente mediante un procedimiento sometido a los
principios de publicidad, concurrencia, igualdad y no
discriminación y la colaboración se formalizará
mediante convenio, salvo que por objeto de la colabo-
ración resulte de aplicación plena el texto refundido
de la Ley de contratos de las administraciones públi-
cas aprobado por el Real decreto legislativo 2/2000,
de 16 de junio.

El contrato, que incluirá necesariamente el conteni-
do mínimo previsto en el apartado 2 de este artículo,
así como lo que resulte preceptivo de acuerdo con la
normativa reguladora de los contratos administrativos,
habrá de hacer mención expresa al sometimiento del
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contratista al resto de las obligaciones impuestas a las
entidades colaboradoras por la presente ley.

Artículo 14.-Bases reguladoras de la concesión de
las subvenciones.

1. Sin perjuicio de que el Consejo de la Xunta deter-
mine los criterios básicos, los órganos concedentes
establecerán con carácter previo a la disposición de
los créditos las bases reguladoras aplicables a la con-
cesión.

Las citadas bases serán objeto de publicación en el
Diario Oficial de Galicia y en la página web del órga-
no concedente, y contendrán, como mínimo, los
siguientes extremos:

a) Definición precisa del objeto de la subvención.

b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios
para la obtención de la subvención y, en su caso, de los
miembros de las entidades contempladas en el aparta-
do 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 8,
plazo y forma de acreditarlos y plazo y forma en los
que deben presentarse las solicitudes.

c) Criterios objetivos de adjudicación de la subven-
ción y, en su caso, ponderación de los mismos.

d) Cuantía individualizada de la subvención o crite-
rios para su determinación.

e) Procedimiento de concesión de la subvención.

f) Órganos competentes para la ordenación, instruc-
ción y resolución del procedimiento de concesión y
plazo en el que será notificada la resolución.

g) Composición, en su caso, del órgano colegiado
avalador previsto en el artículo 21 de la presente ley.

h) Plazo y forma de justificación por parte del bene-
ficiario del cumplimiento de la finalidad para la que se
concedió la subvención o la ayuda pública y de la apli-
cación de los fondos percibidos.

i) En el supuesto de prever la posibilidad de realizar
abonos a la cuenta y anticipados, plazos, modo de pago
y régimen particular de garantías que, en su caso,
deban aportar los beneficiarios, así como aquellas
otras medidas de garantía a favor de los intereses
públicos que puedan considerarse precisas.

j) Obligación del reintegro, total o parcial, de la sub-
vención o de la ayuda pública percibida en el supues-
to de incumplimiento de las condiciones establecidas
para su concesión.

k) Obligación del beneficiario de facilitar toda la
información que le sea requerida por la Intervención
General de la Comunidad Autónoma, el Tribunal de
Cuentas y el Consejo de Cuentas en el ejercicio de sus
funciones de fiscalización y control del destino de las
subvenciones.

l) En su caso, condiciones de solvencia y eficacia
que tengan que reunir las entidades colaboradoras.

m) Circunstancias que, como consecuencia de la
alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la
concesión de la subvención, podrán dar lugar a la
modificación de la resolución.

n) Criterios de graduación de los posibles incumpli-
mientos de condiciones impuestas con motivo de la
concesión de las subvenciones. Estos criterios resulta-
rán de aplicación para determinar la cantidad que
finalmente haya de percibir el beneficiario o, en su
caso, el importe a reintegrar, y deberán responder al
principio de proporcionalidad.

ñ) Información a los interesados de la existencia del
Registro Público de Subvenciones y de los extremos
previstos en el artículo 5 de la Ley orgánica 15/1999,
de 13 de diciembre, de protección de datos de carác-
ter personal. Asimismo, deberán contemplar la posibi-
lidad de que los interesados hagan constar su derecho
a que no se hagan públicos sus datos cuando concurra
alguna de las causas previstas en la letra d) del apar-
tado 2 del artículo 15 de la presente ley.

o) Expresión de los recursos que procedan contra la
resolución de la concesión, con indicación del órgano
administrativo o judicial ante el que tengan que pre-
sentarse, plazo para interponerlos y demás requisitos
exigidos por la normativa general de aplicación.

p) Compatibilidad o incompatibilidad con otras sub-
venciones o ayudas para la misma finalidad, proce-
dentes de cualquier otra administración o de entes
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea
o de organismos internacionales.

2. Las bases reguladoras deberán prever el uso y
aplicación de medios telemáticos en los procedimien-
tos de concesión y justificación de las ayudas y sub-
venciones y de presentación y resolución de recursos
sobre las mismas. En estos supuestos deberán indicar
los trámites que pueden ser cumplimentados por esta
vía y los medios electrónicos y sistemas de comunica-
ción utilizables, que deberán ajustarse a las especifi-
caciones establecidas por la consejería competente en
materia de economía y hacienda.

Artículo 15.-Publicidad de las subvenciones conce-
didas.

1. Los órganos administrativos concedentes publica-
rán en el Diario Oficial de Galicia las subvenciones
concedidas con expresión de la convocatoria, el pro-
grama y crédito presupuestario al que se imputen,
beneficiario, cantidad concedida y finalidad o finali-
dades de la subvención.

Igualmente, lo harán en la correspondiente página
web oficial en los términos previstos en el artículo
13.4 de la Ley 4/2006, de 30 de junio, de transparen-
cia y buenas prácticas en la Administración pública
gallega.

2. No será necesaria la publicación en los siguientes
supuestos:

a) Cuando las subvenciones públicas tengan asigna-
ción nominativa en los presupuestos.

b) Cuando su otorgamiento y cuantía, a favor de
beneficiario concreto, resulten impuestos en virtud de
norma de rango legal.

c) Cuando los importes de las subvenciones conce-
didas, individualmente consideradas, sean de cuantía
inferior a 3.000 euros. En este supuesto, las bases



10.926 DIARIO OFICIAL DE GALICIA Nº 121 � Lunes, 25 de junio de 2007

reguladoras deberán prever la utilización de otros pro-
cedimientos que, de acuerdo con sus especiales carac-
terísticas, cuantía y número, aseguren la publicidad de
los beneficiarios de éstas y deberán, en todo caso,
publicarse en la página web oficial del órgano admi-
nistrativo concedente en los términos establecidos en
la Ley 4/2006, de 30 de junio, de transparencia y bue-
nas prácticas en la Administración pública gallega.

d) Cuando la publicación de los datos del beneficia-
rio en razón del objeto de la subvención pueda ser
contraria al respecto y salvaguarda del honor y a la
intimidad personal y familiar de las personas físicas
en virtud de lo establecido en la Ley orgánica 1/1982,
de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor,
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen,
y sea previsto en su normativa reguladora.

3. Los beneficiarios deberán dar la adecuada publi-
cidad del carácter público de la financiación de pro-
gramas, actividades, inversiones o actuaciones de
cualquier tipo que sean objeto de subvención, en los
términos reglamentariamente establecidos.

Artículo 16.-Registro Público de Subvenciones.

1. El Registro de Ayudas, Subvenciones y Conve-
nios, y el de Sanciones, creados en los artículos 44 y
45 de la Ley 7/2005, de 29 de diciembre, de presu-
puestos generales de la Comunidad Autónoma para el
año 2006, tendrán el contenido y forma que reglamen-
tariamente se determine.

2. El Registro Público de Subvenciones habrá de
servir, por lo menos, para los siguientes fines:

a) La ordenación y conocimiento de la actividad sub-
vencional de la Comunidad Autónoma.

b) La coordinación con las bases de datos estableci-
das por la Unión Europea, la Administración general
del Estado y otras entidades públicas.

c) La elaboración de estudios y análisis sobre la acti-
vidad subvencional de la Comunidad Autónoma.

d) La colaboración con los órganos e instituciones de
control de este tipo de actividad.

3. Los sujetos contemplados en el artículo 3 de la
presente ley deberán facilitar a la consejería compe-
tente en materia de economía y hacienda información
sobre las subvenciones por ellos gestionadas en los
términos previstos reglamentariamente.

Artículo 17.-Financiación de las actividades sub-
vencionadas

1. La normativa reguladora de la subvención podrá
exigir un importe de financiación propia para cubrir la
actividad subvencionada. La aportación de fondos pro-
pios al proyecto o acción subvencionada tendrá que
ser acreditada en los términos previstos en el artículo
28 de la presente ley.

2. La normativa reguladora de la subvención deter-
minará el régimen de compatibilidad o incompatibili-
dad para la percepción de otras subvenciones, ayudas,
ingresos o recursos para la misma finalidad, proceden-
tes de cualquier administración o entes públicos o pri-
vados, estatales, de la Unión Europea o de organismos

internacionales, sin perjuicio de lo dispuesto en el
apartado siguiente.

3. El importe de las subvenciones en ningún caso
podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en concu-
rrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o
recursos, supere el coste de la actividad subvenciona-
da.

4. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de la subvención, y en todo
caso la obtención concurrente de otras aportaciones
fuera de los casos permitidos en las normas regulado-
ras, podrá dar lugar a la modificación de la resolución
de concesión, en los términos establecidos en la nor-
mativa reguladora de la subvención.

5. Los rendimientos financieros que se generen por
los fondos librados a los beneficiarios incrementarán
el importe de la subvención concedida y se aplicarán
igualmente a la actividad subvencionada, salvo que,
por razones debidamente motivadas, se disponga lo
contrario en las bases reguladoras de la subvención.

Este apartado no será de aplicación en los supuestos
en que el beneficiario sea una administración pública.

Artículo 18.-Régimen de garantías.

El régimen de las garantías, medios de constitución,
depósito y cancelación que tengan que constituir los
beneficiarios o las entidades colaboradoras se estable-
cerá reglamentariamente.

Título I
Procedimientos de concesión y gestión de las

subvenciones

Capítulo I
Del procedimiento de concesión

Artículo 19.-Procedimientos de concesión.

1. El procedimiento ordinario de concesión de sub-
venciones se tramitará en régimen de concurrencia
competitiva.

A efectos de la presente ley, tendrá la consideración
de concurrencia competitiva el procedimiento
mediante el cual la concesión de las subvenciones se
realiza a través de la comparación de las solicitudes
presentadas, a fin de establecer una prelación entre
las mismas de acuerdo con los criterios de valoración
previamente fijados en las bases reguladoras y en la
convocatoria y adjudicar, con el límite fijado en la
convocatoria dentro del crédito disponible, aquéllas
que obtuvieran mayor valoración en aplicación de los
citados criterios.

2. Las bases reguladoras podrán excepcionar del
requisito de fijar un orden de prelación entre las soli-
citudes presentadas que reúnan los requisitos estable-
cidos cuando, por el objeto y finalidad de la subven-
ción, no sea necesario realizar la comparación y
prelación de las solicitudes presentadas en un único
procedimiento hasta el agotamiento del crédito presu-
puestario con las garantías previstas en el artículo
31.4 de la presente ley.

3. Excepcionalmente, siempre que así se prevea en
las bases reguladoras, el órgano competente procede-
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rá al prorrateo, entre los beneficiarios de la subven-
ción, del importe global máximo destinado a las sub-
venciones.

4. Podrán concederse de forma directa las siguientes
subvenciones:

a) Las previstas nominativamente en los presupues-
tos generales de la Comunidad Autónoma en los térmi-
nos recogidos en los convenios y en la normativa regu-
ladora de estas subvenciones.

b) Aquéllas cuyo otorgamiento o cuantía vengan
impuestos a la administración por una norma de rango
legal, que seguirán el procedimiento de concesión que
les resulte de aplicación de acuerdo con su propia nor-
mativa.

c) Con carácter excepcional, aquellas otras subven-
ciones en que se acrediten razones de interés público,
social, económico o humanitario, u otras debidamente
justificadas que dificulten su convocatoria pública.

Capítulo II
De los procedimientos de concesión en régimen de

concurrencia competitiva

Artículo 20.-Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subvencio-
nes se inicia de oficio, en el caso de concesión en régi-
men de concurrencia competitiva, salvo en los supues-
tos que regula el artículo 19.2 de la presente ley.

2. La iniciación de oficio se realizará siempre
mediante convocatoria aprobada por el órgano compe-
tente, que desarrollará el procedimiento para la conce-
sión de las subvenciones convocadas según lo estable-
cido en este capítulo y de acuerdo con los principios
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las administraciones públicas y del proce-
dimiento administrativo común, y tendrá necesaria-
mente el siguiente contenido:

a) Indicación de la disposición que establezca, en su
caso, las bases reguladoras y del diario oficial en que
está publicada, salvo que en atención a su especifici-
dad éstas se incluyan en la propia convocatoria.

b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la
subvención y cuantía total máxima de las subvencio-
nes convocadas dentro de los créditos disponibles o,
en su defecto, cuantía estimada de las subvenciones.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de
la subvención.

d) Expresión del régimen en que se efectuará la con-
cesión.

e) Requisitos para solicitar la subvención y forma de
acreditarlos.

f) Indicación de los órganos competentes para la ins-
trucción y resolución del procedimiento.

g) Plazo de presentación de solicitudes, a las que
serán de aplicación las previsiones contenidas en el
apartado 3 de este artículo.

h) Plazo de resolución y notificación.

i) Documentos e informaciones que deben adjuntar-
se a la petición.

j) En su caso, posibilidad de reformulación de soli-
citudes de conformidad con lo dispuesto en el artículo
25 de la presente ley.

k) Indicación de si la resolución pone fin a la vía
administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que
se interpondrá recurso de alzada.

l) Criterios de valoración de las solicitudes, en su
caso. Se evaluará, en todo caso, el empleo de la lengua
gallega en la realización de actividades o conductas
para las que se solicita la ayuda.

m) Plazo de justificación de la subvención.

n) Medio de notificación o publicación, de conformi-
dad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de
las administraciones públicas y del procedimiento
administrativo común.

3. Las solicitudes de los interesados acompañarán
los documentos e informaciones determinados en la
norma o convocatoria, salvo que los documentos exigi-
dos ya estuvieran en poder de cualquier órgano de la
administración actuante; en este caso el solicitante
podrá acogerse a lo establecido en la letra f) del artícu-
lo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régi-
men jurídico de las administraciones públicas y del
procedimiento administrativo común, siempre que se
haga constar la fecha y el órgano o dependencia en
que fueron presentados o, en su caso, emitidos, y
cuando no hayan transcurrido más de cinco años des-
de la finalización del procedimiento al que correspon-
dan.

En los supuestos de imposibilidad material de obte-
ner el documento, el órgano competente podrá reque-
rir al solicitante su presentación, o, en su defecto, la
acreditación por otros medios de los requisitos a que
se refiere el documento, con anterioridad al plantea-
miento de la propuesta de resolución.

La presentación de la solicitud de concesión de sub-
vención por el interesado conllevará la autorización al
órgano gestor para recabar las certificaciones que
deban emitir la Agencia Estatal de la Administración
Tributaria, la Tesorería General de la Seguridad Social
y la consejería competente en materia de economía y
hacienda de la Xunta de Galicia, cuando así se prevea
en las bases reguladoras.

No obstante, el solicitante podrá denegar expresa-
mente el consentimiento, debiendo presentar entonces
la certificación en los términos previstos reglamenta-
riamente.

4. A efectos de lo dispuesto en los apartados anterio-
res, la normativa reguladora de la subvención podrá
admitir la sustitución de la presentación de determina-
dos documentos por una declaración responsable del
solicitante. En este caso, con anterioridad a la pro-
puesta de resolución de concesión de la subvención se
deberá requerir la presentación de la documentación
que acredite la realidad de los datos contenidos en la
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citada declaración, en un plazo no superior a quince
días.

5. Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos
en la norma de convocatoria, el órgano competente
requerirá al interesado para que la subsane en el pla-
zo máximo e improrrogable de diez días, indicándole
que si no lo hiciera se le tendrá por desistido de su
solicitud, previa resolución que habrá de ser dictada
en los términos previstos en el artículo 71 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de
las administraciones públicas y del procedimiento
administrativo común.

Artículo 21.-Instrucción.

1. La instrucción del procedimiento de concesión de
subvenciones corresponde al órgano que se indique en
la convocatoria.

2. El órgano competente para la instrucción realiza-
rá de oficio cuantas actuaciones estime necesarias
para la determinación, conocimiento y comprobación
de los datos en virtud de los cuales debe formularse la
propuesta de resolución.

3. Las actividades de instrucción comprenderán:

a) Petición de cuantos informes estime necesarios
para resolver o que sean exigidos por las normas que
regulan la subvención. En la petición se hará constar,
en su caso, el carácter determinante de aquellos infor-
mes que sean preceptivos. El plazo para su emisión
será de diez días, salvo que el órgano instructor, aten-
diendo a las características del informe solicitado o
del propio procedimiento, solicite su emisión en un
plazo menor o mayor, sin que en este último caso pue-
da sobrepasar los dos meses.

b) Cuando en el plazo señalado no se emitiera el
informe calificado por disposición legal expresa como
preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante,
podrá interrumpirse el plazo de los trámites sucesivos.

c) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efec-
tuada conforme con los criterios, formas y prioridades
de valoración establecidos en la norma reguladora de
la subvención o, en su caso, en la convocatoria.

La norma reguladora de la subvención podrá con-
templar la posibilidad de establecer una fase de pree-
valuación en la que se verificará el cumplimiento de
las condiciones impuestas para adquirir la condición
de beneficiario de la subvención.

4. Una vez evaluadas las solicitudes, el órgano ins-
tructor deberá emitir informe en el que se concrete el
resultado de la evaluación efectuada.

En el supuesto de que las bases hubieran previsto la
existencia de un órgano evaluador diferente del ins-
tructor, será éste el competente para emitir el informe
previsto en el párrafo anterior. El órgano instructor
elevará el informe junto con la propuesta de resolución
al órgano de resolución.

Cuando las bases reguladoras así lo establezcan, el
órgano instructor, a la vista del expediente y, en su
caso, del informe del órgano evaluador, formulará la
propuesta de resolución provisional, debidamente

motivada, que deberá notificarse a los interesados en
la forma que establezca la convocatoria, y se concede-
rá un plazo de diez días para presentar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando
no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en
cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que
las aducidas por los interesados. En este caso, la pro-
puesta de resolución formulada tendrá el carácter de
definitiva.

Examinadas las alegaciones aducidas en su caso por
los interesados, se formulará la propuesta de resolu-
ción definitiva, que deberá expresar el solicitante o la
relación de solicitantes para los que se propone la con-
cesión de la subvención, y su cuantía, especificando
su evaluación y, en su caso, los criterios de valoración
seguidos para efectuarla.

El expediente de concesión de subvenciones conten-
drá el informe del órgano instructor en el que conste
que de la información que obra en su poder se des-
prende que los beneficiarios cumplen todos los requi-
sitos necesarios para acceder a las mismas.

5. La propuesta de resolución definitiva se notifica-
rá a los interesados que hubieran sido propuestos
como beneficiarios en la fase de instrucción única-
mente cuando dicha notificación sea obligada según lo
previsto en las bases reguladoras.

Notificada la resolución definitiva por el órgano
competente, los interesados propuestos como benefi-
ciarios dispondrán de un plazo de diez días para su
aceptación, transcurrido el cual sin que se haya pro-
ducido manifestación expresa se entenderá tácitamen-
te aceptada.

6. Las propuestas de resolución provisional y defini-
tiva no crean derecho alguno a favor del beneficiario
propuesto frente a la administración mientras no se le
hubiera notificado la resolución de concesión.

Artículo 22.-Procedimiento abreviado.

Las subvenciones cuya concesión se realice por el
procedimiento previsto en el artículo 19.2 de la pre-
sente ley podrán tramitarse por un procedimiento
abreviado en el que la propuesta de concesión se for-
mulará al órgano concedente directamente por el órga-
no instructor, que únicamente deberá comprobar la
concurrencia de los requisitos requeridos para conce-
der la subvención, por lo que no intervendrá en ningún
caso el órgano evaluador a que se refiere el artículo
anterior.

Artículo 23.-Resolución.

1. Una vez aprobada la propuesta de resolución defi-
nitiva, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurí-
dico de las administraciones públicas y del procedi-
miento administrativo común, y, en su caso, en la
correspondiente norma o convocatoria, el órgano com-
petente resolverá el procedimiento.

2. La resolución se motivará de conformidad con lo
que dispongan las bases reguladoras de la subvención
debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el pro-
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cedimiento los fundamentos de la resolución que se
adopte.

3. La resolución, además de contener el solicitante o
relación de solicitantes a los que se concede la sub-
vención, hará constar, en su caso, de manera expresa,
la desestimación del resto de las solicitudes.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento no podrá sobrepasar los nue-
ve meses, salvo que una norma con rango de ley esta-
blezca un plazo máximo o así venga previsto en la
normativa de la Unión Europea. El plazo se computa-
rá a partir de la publicación de la correspondiente
convocatoria, salvo que la misma posponga sus efectos
a una fecha posterior.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras
administraciones públicas en las que corresponda la
resolución a la Administración de la Xunta de Galicia
o a las entidades de derecho público vinculadas o
dependientes de ésta, este plazo se computará a partir
del momento en que el órgano otorgante disponga de
la propuesta o de la documentación que la norma regu-
ladora de la subvención determine.

5. El vencimiento del plazo máximo sin que sea noti-
ficada la resolución legitima a los interesados para
entender desestimada por silencio administrativo la
solicitud de concesión de la subvención.

Artículo 24.-Notificación de la resolución.

La resolución del procedimiento se notificará a los
interesados de acuerdo con lo previsto en el artículo
58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las administraciones públicas y del proce-
dimiento administrativo común. La práctica de dicha
notificación o publicación se ajustará a las disposicio-
nes contenidas en el artículo 59 de la citada ley.

Artículo 25.-Reformulación de las solicitudes.

1. Cuando la subvención tenga por objeto la finan-
ciación de actividades a desarrollar por el solicitante y
el importe de la subvención de la propuesta de resolu-
ción provisional sea inferior al que figura en la solici-
tud presentada, se podrá instar del beneficiario, si así
se prevé en las bases reguladoras, la reformulación de
su solicitud para ajustar los compromisos y condicio-
nes a la subvención otorgable.

2. Una vez que la solicitud merezca, si fuera el caso,
la conformidad de la comisión de valoración, se remi-
tirá lo actuado al órgano competente para que dicte la
resolución.

3. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes
deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la
subvención, así como los criterios de valoración esta-
blecidos respecto de las solicitudes o peticiones.

Capítulo III
Del procedimiento de concesión directa

Artículo 26.-Concesión directa.

1. La resolución de concesión y, en su caso, los con-
venios a través de los cuales se canalicen estas sub-
venciones establecerán las condiciones y compromi-

sos aplicables de conformidad con lo dispuesto en la
presente ley.

Los convenios serán el instrumento habitual para
canalizar las subvenciones previstas nominativamen-
te.

2. Las propuestas de acuerdo o resolución de conce-
sión, o el instrumento del convenio que se autorice a
suscribir, habrán de ajustarse a las previsiones conte-
nidas en la presente ley, salvo en lo que afecte a la
aplicación de los principios de publicidad y concu-
rrencia, y contendrán como mínimo los siguientes
extremos:

a) Definición del objeto de las subvenciones, con
indicación del carácter singular de las mismas y las
razones que acreditan el interés público, social, eco-
nómico o humanitario y aquéllas que justifican la difi-
cultad de su convocatoria pública.

b) Régimen jurídico aplicable.

c) Beneficiarios y modalidades de ayuda.

d) Régimen de justificación de la aplicación dada a
las subvenciones por los beneficiarios y, en su caso,
entidades colaboradoras.

3. La concesión de subvenciones por importe supe-
rior a 150.000 euros, o lo que determinen las leyes
anuales de presupuestos, requerirá la autorización
previa del Consejo de la Xunta de Galicia.

Capítulo IV
Del procedimiento de gestión y justificación de

subvenciones

Artículo 27.-Subcontratación de las actividades sub-
vencionadas por los beneficiarios.

1. A los efectos de la presente ley, se entiende que
un beneficiario subcontrata cuando concierta con ter-
ceros la ejecución total o parcial de la actividad que
constituya el objeto de la subvención. Queda fuera de
este concepto la contratación de aquellos gastos en
que tenga que incurrir el beneficiario para la realiza-
ción por sí mismo de la actividad subvencionada.

2. El beneficiario únicamente podrá subcontratar,
total o parcialmente, la actividad cuando la normativa
reguladora de la subvención así lo prevea. La activi-
dad subvencionada que el beneficiario subcontrate
con terceros no sobrepasará del porcentaje que se fije
en las bases reguladoras de la subvención. En el
supuesto de que tal previsión no figure, el beneficiario
podrá subcontratar hasta un porcentaje que no sobre-
pase del 50 por ciento del importe de la actividad sub-
vencionada.

En ningún caso podrán subcontratarse actividades
que, aumentando el coste de la actividad subvenciona-
da, no aporten valor añadido al contenido de la misma.

3. Cuando la actividad concertada con terceros
sobrepase del 20 por ciento del importe de la subven-
ción y dicho importe sea superior a 60.000 euros, la
subcontratación estará sometida al cumplimiento de
los siguientes requisitos:

a) Que el contrato se celebre por escrito.
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b) Que la celebración del mismo se autorice previa-
mente por la entidad concedente de la subvención en
la forma que se determine en las bases reguladoras.

4. No podrá fraccionarse un contrato con el objeto de
disminuir la cuantía del mismo y eludir el cumpli-
miento de los requisitos exigidos en el apartado ante-
rior.

5. Los contratistas quedarán obligados solamente
ante el beneficiario, que asumirá la total responsabili-
dad de la ejecución de la actividad subvencionada
frente a la administración.

6. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, los
beneficiarios serán responsables de que en la ejecu-
ción de la actividad subvencionada concertada con
terceros se respeten los límites que se establezcan en
la normativa reguladora de la subvención en cuanto a
la naturaleza y cuantía de gastos subvencionables, y
los contratistas estarán sujetos al deber de colabora-
ción previsto en el artículo 45 de la presente ley para
permitir la adecuada verificación del cumplimiento de
dichos límites.

7. En ningún caso podrá concertarse por el benefi-
ciario la ejecución total o parcial de las actividades
subvencionadas con:

a) Personas o entidades incursas en alguna de las
prohibiciones del artículo 10 de la presente ley.

b) Personas o entidades que hayan percibido otras
subvenciones para la realización de la actividad obje-
to de contratación.

c) Intermediarios o asesores en los que los pagos se
definan como un porcentaje de coste total de la opera-
ción, salvo que dicho pago esté justificado con refe-
rencia al valor de mercado del trabajo realizado o los
servicios prestados.

d) Personas o entidades vinculadas con el beneficia-
rio, salvo que concurran las siguientes circunstancias:

1.ª) Que la contratación se realice de acuerdo con las
condiciones normales de mercado.

2.ª) Que se obtenga la previa autorización del órga-
no concedente en los términos que se fijen en las
bases reguladoras.

e) Personas o entidades solicitantes de ayuda o sub-
vención en la misma convocatoria y programa que no
hubieran obtenido subvención por no reunir los requi-
sitos o no alcanzar la valoración suficiente.

Artículo 28.-Justificación de las subvenciones.

1. La justificación del cumplimiento de las condicio-
nes impuestas y de la consecución de los objetivos
previstos en el acto de concesión de la subvención se
documentará de la manera que se determine regla-
mentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta
justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho
gasto por módulos o mediante la presentación de esta-
dos contables, según se disponga en la normativa
reguladora.

2. El rendimiento de la cuenta justificativa constitu-
ye un acto obligatorio del beneficiario o de la entidad

colaboradora, en la que se deben incluir, bajo respon-
sabilidad del declarante, los justificantes de gasto o
cualquier otro documento con validez jurídica que
permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la
subvención pública. La forma de la cuenta justificati-
va y el plazo de rendimiento de la misma vendrán
determinados por las correspondientes bases regula-
doras de las subvenciones públicas.

A falta de previsión de las bases reguladoras, la
cuenta habrá de incluir declaración de las actividades
realizadas que fueron financiadas con la subvención y
su coste, con el desglose de cada uno de los gastos
incurridos, y su presentación se realizará, como máxi-
mo, en el plazo de tres meses desde la finalización del
plazo para la realización de la actividad.

3. Los gastos se acreditarán mediante facturas y
demás documentos de valor probatorio equivalente
con validez en el tráfico jurídico mercantil o con efica-
cia administrativa, en los términos establecidos regla-
mentariamente.

La acreditación de los gastos también podrá efec-
tuarse mediante facturas electrónicas, siempre que
cumplan los requisitos exigidos para su aceptación en
el ámbito tributario.

Reglamentariamente, se establecerá un sistema de
validación y estampillado de justificantes de gasto que
permita el control de la concurrencia de subvenciones.

4. Cuando el beneficiario esté sujeto al régimen de
contabilidad empresarial, la presentación de las cuen-
tas del ejercicio donde se reflejen las operaciones
relacionadas con la subvención concedida, elaboradas
según normas de contabilidad recogidas en las dispo-
siciones aplicables, constituirán un medio de justifica-
ción.

5. En las subvenciones concedidas a otras adminis-
traciones públicas o entidades vinculadas o depen-
dientes de aquéllas y a las universidades, la justifica-
ción podrá consistir en la certificación de la
intervención o del órgano que tenga atribuidas las
facultades de control de la toma de razón en contabili-
dad y del cumplimiento de la finalidad para la que fue
concedida.

6. Cuando las actividades hubieran sido financiadas,
además de con la subvención, con fondos propios u
otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en
la justificación el importe, procedencia y aplicación
de tales fondos a las actividades subvencionadas.

7. En el supuesto de adquisición de bienes inmue-
bles, además de los justificantes establecidos en el
apartado 3 de este artículo, debe aportarse certificado
de tasador independiente debidamente acreditado e
inscrito en el correspondiente registro oficial.

8. Los miembros de las entidades previstas en el
apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artícu-
lo 8 de la presente ley están obligados a cumplir los
requisitos de justificación respecto a las actividades
realizadas en nombre y por cuenta del beneficiario,
del modo que se determina en los apartados anterio-
res. Esta documentación formará parte de la justifica-
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ción que viene obligado a rendir el beneficiario que
solicitó la subvención.

9. Las subvenciones que se concedan en atención a
la concurrencia de una determinada situación en el
perceptor no requerirán otra justificación que la acre-
ditación por cualquier medio admisible en derecho de
dicha situación previamente a la concesión, sin perjui-
cio de los controles que hubieran podido establecerse
para verificar su existencia.

10. El incumplimiento de la obligación de justifica-
ción de la subvención en los términos establecidos en
este capítulo o la justificación insuficiente de la mis-
ma llevará consigo el reintegro en las condiciones pre-
vistas en el artículo 33 de la presente ley.

Artículo 29.-Gastos subvencionables.

1. Se consideran gastos subvencionables, a los efec-
tos previstos en la presente ley, aquéllos que de mane-
ra indudable respondan a la naturaleza de la actividad
subvencionada y se realicen en el plazo establecido
por las diferentes bases reguladoras de las subvencio-
nes. En ningún caso el coste de adquisición de los gas-
tos subvencionables podrá ser superior al valor de
mercado.

2. Salvo disposición expresa en contrario en las
bases reguladoras de las subvenciones, se considerará
gasto realizado el que fue efectivamente pagado con
anterioridad a la finalización del periodo de justifica-
ción determinado por la normativa reguladora de la
subvención.

3. Cuando el importe del gasto subvencionable supe-
re la cuantía de 30.000 euros en el supuesto de coste
por ejecución de obra, o de 12.000 euros en el supues-
to de suministro de bienes de equipo o prestación de
servicios por empresas de consultoría o asistencia téc-
nica, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres
ofertas de diferentes proveedores, con carácter previo
a la contratación del compromiso para la prestación
del servicio o la entrega del bien, salvo que por las
especiales características de los gastos subvenciona-
bles no exista en el mercado suficiente número de
entidades que lo suministren o presten, o salvo que el
gasto se hubiera realizado con anterioridad a la solici-
tud de la subvención.

La elección entre las ofertas presentadas, que
habrán de aportarse en la justificación, o, en su caso,
en la solicitud de la subvención, se realizará conforme
a criterios de eficiencia y economía, debiendo justifi-
carse expresamente en una memoria la elección cuan-
do no recaiga en la propuesta económica más ventajo-
sa.

4. En el supuesto de adquisición, construcción,
rehabilitación y mejora de bienes inventariables, se
seguirán las siguientes reglas:

a) Las bases reguladoras fijarán el periodo durante el
cual la persona beneficiaria deberá destinar los bienes
al fin concreto para el cual se concedió la subvención,
que no podrá ser inferior a cinco años en caso de bie-
nes inscribibles en un registro público, ni a dos años
para el resto de bienes.

En el caso de bienes inscribibles en un registro
público, deberá hacerse constar en la escritura esta
circunstancia, así como el importe de la subvención
concedida, debiendo ser objeto estos extremos de ins-
cripción en el registro público correspondiente.

b) El incumplimiento de la obligación de destino
referida en la letra anterior, que se producirá en todo
caso con la enajenación o el gravamen del bien, será
causa de reintegro, en los términos establecidos en el
artículo 33, quedando el bien afecto al pago del rein-
tegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que resul-
te ser un tercero protegido por la fe pública registral o
se justifique la adquisición de los bienes con buena fe
y justo título o en establecimiento mercantil o indus-
trial, en caso de bienes muebles no inscribibles.

5. No se considerará incumplida la obligación de
destino referida en el anterior apartado cuando:

a) Tratándose de bienes no inscribibles en un regis-
tro público, hayan sido sustituidos por otros que sirvan
en condiciones análogas al fin para el cual se conce-
dió la subvención y este uso se mantenga hasta com-
pletar el periodo establecido, siempre que la sustitu-
ción hubiera sido autorizada por la administración
concedente.

b) Tratándose de bienes inscribibles en un registro
público, el cambio de destino, enajenación o grava-
men sea autorizado por la administración concedente.
En este supuesto, el adquirente asumirá la obligación
de destino de los bienes por el periodo restante y, en
el supuesto de incumplimiento de la misma, del rein-
tegro de la subvención.

6. Las bases reguladoras de las subvenciones esta-
blecerán, en su caso, las reglas especiales que se con-
sideren oportunas en materia de amortización de los
bienes inventariables. No obstante, el carácter sub-
vencionable del gasto de amortización estará sujeto a
las siguientes condiciones:

a) Que las subvenciones no hayan contribuido a la
compra de los bienes.

b) Que la amortización se calcule de conformidad
con las normas de contabilidad generalmente acepta-
das.

c) Que el coste se refiera exclusivamente al periodo
subvencionable.

7. Los gastos financieros, los gastos de asesoría jurí-
dica o financiera, los gastos notariales y registrales y
los gastos periciales para la realización del proyecto
subvencionado y los de administración específicos son
subvencionables si están directamente relacionados
con la actividad subvencionada y son indispensables
para la adecuada preparación o ejecución de la mis-
ma, y siempre que así se prevea en las bases regulado-
ras. Con carácter excepcional, los gastos de garantía
bancaria podrán ser subvencionados cuando así lo
prevea la normativa reguladora de la subvención.

En ningún caso serán gastos subvencionables:

a) Los intereses deudores de las cuentas bancarias.
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b) Los intereses, recargos y sanciones administrati-
vas y penales.

c) Los gastos de procedimientos judiciales.

8. Los tributos son gasto subvencionable cuando la
persona beneficiaria de la subvención los abona efec-
tivamente. En ningún caso se consideran gastos sub-
vencionables los impuestos indirectos cuando sean
susceptibles de recuperación o compensación ni los
impuestos personales sobre la renta.

9. Los costes indirectos formarán parte de la justifi-
cación de la subvención, siempre que las bases regu-
ladoras así lo prevean, siempre que se hubieran impu-
tado por el beneficiario a la actividad subvencionada
en la parte que razonablemente corresponda de acuer-
do con principios y normas de contabilidad general-
mente admitidas y, en todo caso, en la medida en que
tales costes correspondan al periodo en que efectiva-
mente se realiza la actividad.

Artículo 30.-Comprobación de subvenciones.

1. El órgano concedente comprobará la adecuada
justificación de la subvención, así como la realización
de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que
determinen la concesión o disfrute de la subvención.

2. En las subvenciones de capital superiores a
60.000 euros, en su cómputo individual, destinadas a
inversiones en activos tangibles, será requisito
imprescindible la comprobación material de la inver-
sión por el órgano concedente, quedando constancia
en el expediente mediante acta de conformidad firma-
da, tanto por el representante de la administración
como por el beneficiario.

La comprobación material definida en el párrafo
anterior se podrá encomendar a otro órgano distinto
del que concedió la subvención.

3. Excepcionalmente, la comprobación material se
podrá sustituir por una justificación documental que
constate de forma razonable y suficiente la realización
de la actividad subvencionada.

4. La entidad colaboradora, en su caso, realizará, en
nombre y por cuenta del órgano concedente, las com-
probaciones previstas.

5) La administración concedente podrá comprobar el
valor de mercado de los gastos subvencionables por
uno o varios de los siguientes medios:

a) Precios de mercado.

b) Cotizaciones de mercados nacionales y extranje-
ros.

c) Estimación por referencia a los valores recogidos
en los registros oficiales de carácter fiscal.

d) Dictamen de peritos de la administración.

e) Tasación pericial contradictoria.

f) Cualquier otro medio de prueba admitido en dere-
cho.

Capítulo V
Del procedimiento de gestión presupuestaria

Artículo 31.-Procedimiento de aprobación del gasto
y pago.

1. Con carácter previo a la convocatoria de la sub-
vención o a la concesión directa de la misma, deberá
efectuarse la aprobación del gasto en los términos pre-
vistos en el Decreto legislativo 1/1999, de 7 de octu-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de régimen financiero y presupuestario de Galicia.

2. No podrán otorgarse subvenciones por cuantía
superior a la que se determine en la convocatoria sin
que se realice una nueva convocatoria, salvo que se
produzca el incremento de los créditos derivado de:

a) Una generación, ampliación o incorporación de
crédito.

b) La existencia de remanentes de otras convocato-
rias financiadas con cargo al mismo crédito o a crédi-
tos incluidos en el mismo programa o en programas del
mismo servicio.

3. La resolución de concesión de la subvención lle-
vará consigo la aprobación del compromiso del gasto
correspondiente.

4. Cuando el procedimiento administrativo estable-
cido no lleve consigo el agotamiento del crédito en un
sólo acto de concesión, sino que su disposición se rea-
lice en actos sucesivos, el órgano gestor deberá publi-
car, en la forma que reglamentariamente se establezca,
el agotamiento de la partida presupuestaria asignada y
la inadmisión de posteriores solicitudes destinadas a
participar del mismo, salvo que proceda lo previsto en
el apartado 2 de este artículo.

5. El pago de la subvención se realizará previa jus-
tificación, por el beneficiario, de la realización de la
actividad, proyecto, objetivo o adopción del comporta-
miento para el cual se concedió en los términos esta-
blecidos en la normativa reguladora de la subvención.

Se producirá la pérdida del derecho al cobro total o
parcial de la subvención en el supuesto de falta de jus-
tificación o de concurrencia de alguna de las causas
previstas en el artículo 33 de la presente ley.

6. Cuando la naturaleza de la subvención así lo jus-
tifique, podrán realizarse pagos a cuenta. Dichos
pagos a cuenta podrán suponer la realización de pagos
fraccionados que responderán al ritmo de ejecución de
las acciones subvencionadas, abonándose por cuantía
equivalente a la justificación presentada.

También se podrán realizar pagos anticipados que
supondrán entregas de fondos con carácter previo a la
justificación, como financiación necesaria para poder
llevar a cabo las actuaciones inherentes a la subven-
ción. Sin perjuicio de su desarrollo reglamentario,
dicha posibilidad y el régimen de garantías habrán de
establecerse, en su caso, expresamente en las bases
reguladoras de la subvención.

En ningún caso podrán realizarse pagos anticipados
a beneficiarios cuando se haya solicitado la declara-
ción de concurso, hayan sido declarados insolventes
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en cualquier procedimiento, se hallen declarados en
concurso, estén sujetos a intervención judicial o hayan
sido inhabilitados conforme a la Ley concursal
22/2003, de 9 de julio, sin que haya concluido el
periodo de inhabilitación fijado en la sentencia de
calificación del concurso, hayan sido declarados en
quiebra, en concurso de acreedores, insolvente fallido
en cualquier procedimiento o sujeto a intervención
judicial, se hubiera iniciado expediente de quita y
espera o de suspensión de pagos o se hubiera presen-
tado solicitud judicial de quiebra o de concurso de
acreedores, mientras, en su caso, no fueran rehabilita-
dos. La realización de pagos a cuenta o pagos antici-
pados, así como el régimen de garantías, deberán pre-
verse expresamente en la normativa reguladora de la
subvención.

7. No podrá realizarse el pago de la subvención en
tanto el beneficiario no se encuentre al corriente en el
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente
a la Seguridad Social y no tenga pendiente de pago
ninguna otra deuda con la Administración pública de
la Comunidad Autónoma o sea deudor por resolución
de procedencia de reintegro.

Las normas reguladoras de las subvenciones podrán
establecer un régimen simplificado de acreditación de
estas circunstancias en los siguientes casos:

a) Las otorgadas a favor de la Comunidad Autónoma
y de sus sociedades públicas y fundaciones del sector
público autonómico, así como de los órganos estatuta-
rios de Galicia.

b) Las otorgadas a favor de las universidades.

c) Las otorgadas a favor de las corporaciones locales
y de sus organismos autónomos.

d) Las becas y ayudas destinadas expresamente a
financiar estudios en centros de formación públicos o
privados, cuando las perciban directamente las perso-
nas individuales beneficiarias.

e) Las subvenciones con cargo a los créditos presu-
puestarios del capítulo IV, “Transferencias corrien-
tes”, destinadas a familias e instituciones sin fines de
lucro.

f) Las que no superen los 3.000 euros individual-
mente y se concedan con cargo a los créditos presu-
puestarios del capítulo VII, “Transferencias de capi-
tal”, destinadas a familias e instituciones sin fines de
lucro.

g) Las que se concedan con cargo a los programas
presupuestarios en los que así se señale en la corres-
pondiente ley de presupuestos.

h) Aquellas ayudas o subvenciones en las que, por
concurrir circunstancias debidamente justificadas,
derivadas de la naturaleza, régimen o cuantía de la
subvención, así se establezca mediante orden de la
consejería competente en materia de economía y
hacienda.

i) Las subvenciones destinadas a financiar proyectos
o programas de acción social y cooperación internacio-
nal que se concedan a entidades sin fines lucrativos,

así como a federaciones, confederaciones o agrupacio-
nes de las mismas.

Título II
Del reintegro de subvenciones

Capítulo I
Del reintegro

Artículo 32.-Invalidez de la resolución de conce-
sión.

1. Son causas de nulidad de la resolución de conce-
sión:

a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de
las administraciones públicas y del procedimiento
administrativo común.

b) La carencia o insuficiencia de crédito, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 57 del Decre-
to legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de régimen finan-
ciero y presupuestario de Galicia.

2. Son causas de anulabilidad de la resolución de
concesión las demás infracciones del ordenamiento
jurídico y, en especial, de las reglas contenidas en la
presente ley, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administraciones públicas y
del procedimiento administrativo común.

3. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno
de los supuestos mencionados en los apartados ante-
riores, el órgano concedente procederá a su revisión
de oficio o, en su caso, a la declaración de lesividad y
ulterior impugnación, de conformidad con lo estable-
cido en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de régimen jurídico de las adminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo
común.

4. La declaración judicial o administrativa de nuli-
dad o anulación llevará consigo la obligación de devol-
ver las cantidades percibidas.

5. No procederá la revisión de oficio del acto de con-
cesión cuando concurra alguna de las causas de rein-
tegro contempladas en el artículo siguiente.

Artículo 33.-Causas de reintegro.

1. También procederá el reintegro de las cantidades
percibidas y la exigencia del interés de demora corres-
pondiente desde el momento del pago de la subven-
ción hasta la fecha en que se acuerde la procedencia
del reintegro, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condi-
ciones requeridas para ello u ocultando aquéllas que
lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la
actividad o del proyecto o no adopción del comporta-
miento que fundamentan la concesión de la subven-
ción.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o
la justificación insuficiente, en los términos estableci-
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dos en el artículo 28 de la presente ley, y en su caso
en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las
medidas de difusión contenidas en el apartado 3 del
artículo 15 de la presente ley.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las
actuaciones de comprobación y control financiero pre-
vistas en los artículos 11 y 12 de la presente ley, así
como el incumplimiento de las obligaciones contables,
registrales o de conservación de documentos cuando
de ello se derive la imposibilidad de verificar el
empleo dado a los fondos percibidos, el cumplimiento
del objetivo, la realidad y regularidad de las activida-
des subvencionadas, o la concurrencia de subvencio-
nes, ayudas, ingresos o recursos para la misma finali-
dad, procedentes de cualquier administración o entes
públicos o privados, estatales, de la Unión Europea o
de organismos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por
la administración a las entidades colaboradoras y
beneficiarios, así como de los compromisos por éstos
asumidos, con motivo de la concesión de la subven-
ción, siempre que afecten o se refieran al modo en que
se consiguen los objetivos, se realiza la actividad, se
ejecuta el proyecto o se adopta el comportamiento que
fundamenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por
la administración a las entidades colaboradoras y
beneficiarios, así como de los compromisos por éstos
asumidos, con motivo de la concesión de la subven-
ción, distintos de los anteriores, cuando de ello se
derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a
los fondos percibidos, el cumplimiento del objetivo, la
realidad y regularidad de las actividades subvenciona-
das, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingre-
sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de
cualquier administración o entes públicos o privados,
estatales, de la Unión Europea o de organismos inter-
nacionales.

h) Adopción, en virtud de lo establecido en los artí-
culos 87 a 89 del Tratado de la Unión Europea, de una
decisión de la cual se derive una necesidad de reinte-
gro.

i) En los demás supuestos contemplados en la nor-
mativa reguladora de la subvención.

2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en
su caso, entidad colaboradora se aproxime de modo
significativo al cumplimiento total y se acredite por
éstos una actuación inequívocamente tendente a la
satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reinte-
grar vendrá determinada por la aplicación de los crite-
rios enunciados en la letra l) del apartado 1 del artícu-
lo 14 de la presente ley.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el
apartado 3 del artículo 17 de la presente ley procede-
rá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la
actividad subvencionada, así como la exigencia del
interés de demora correspondiente.

Artículo 34.-Naturaleza de los créditos a reintegrar y
de los procedimientos para su exigencia.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la considera-
ción de ingresos de derecho público, resultando de
aplicación para su cobro lo previsto en el Decreto
legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de régimen finan-
ciero y presupuestario de Galicia.

2. El interés de demora aplicable en materia de sub-
venciones será el interés legal del dinero incrementa-
do en un 25 por ciento, salvo que la Ley de presupues-
tos generales del Estado establezca otro diferente y del
previsto para los fondos procedentes de la Unión Euro-
pea en su legislación específica.

3. El destino de los reintegros de los fondos de la
Unión Europea tendrá el tratamiento que en su caso
determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del reinte-
gro de las subvenciones tendrán siempre carácter
administrativo.

Artículo 35.-Prescripción.

1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la
administración a reconocer o liquidar el reintegro.

2. Este plazo se computará, en cada caso:

a) Desde el momento en que venció el plazo para
presentar la justificación por parte del beneficiario o
entidad colaboradora.

b) Desde el momento de la concesión, en el supues-
to previsto en el apartado 9 del artículo 28.

c) En el supuesto de que se hubieran establecido
condiciones u obligaciones que debieran ser cumpli-
das o mantenidas por parte del beneficiario o entidad
colaboradora durante un periodo determinado de tiem-
po, desde el momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrum-
pirá:

a) Por cualquier acción de la administración, reali-
zada con conocimiento formal del beneficiario o de la
entidad colaboradora, que conduzca a determinar la
existencia de alguna de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier cla-
se, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción
penal o por la presentación de denuncia ante el minis-
terio fiscal, así como por las actuaciones realizadas
con conocimiento formal del beneficiario o de la enti-
dad colaboradora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficia-
rio o de la entidad colaboradora conducente a la liqui-
dación de la subvención o del reintegro.

Artículo 36.-Obligados al reintegro.

1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en
los casos contemplados en el artículo 33 de la presen-
te ley, deberán reintegrar la totalidad o parte de las
cantidades percibidas más los correspondientes inte-
reses de demora, sin perjuicio de lo dispuesto en la
letra b) del apartado 5 del artículo 29 de la presente
ley. Esta obligación será independiente de las sancio-
nes que, en su caso, resulten exigibles.
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2. Los miembros de las personas y entidades con-
templadas en el apartado 2 y en el segundo párrafo del
apartado 3 del artículo 8 de la presente ley responde-
rán solidariamente de la obligación de reintegro del
beneficiario en relación con las actividades subven-
cionadas que se hubieran comprometido a efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de
reintegro los representantes legales del beneficiario
cuando éste careciera de capacidad de obrar.

Responderán solidariamente los miembros, partíci-
pes o cotitulares de las entidades a que se refiere el
apartado 3 del artículo 8 en proporción a sus respecti-
vas participaciones, cuando se trate de comunidades
de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o
patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación
de reintegro los administradores de las sociedades
mercantiles, o aquéllos que ostenten la representación
legal de otras personas jurídicas, que no hubieran rea-
lizado los actos necesarios que fueran de su incum-
bencia para el cumplimiento de las obligaciones
infringidas, adoptaran acuerdos que hicieran posibles
los incumplimientos o consintieran los de quienes de
ellos dependan.

Asimismo, los que ostenten la representación legal
de las personas jurídicas, de acuerdo con las disposi-
ciones legales o estatutarias que les resulten de apli-
cación, que hayan cesado en sus actividades respon-
derán subsidiariamente en todo caso de las
obligaciones de reintegro de éstas.

4. En el caso de las sociedades o entidades disueltas
y liquidadas, sus obligaciones de reintegro pendientes
se transmitirán a los socios o partícipes en el capital
que responderán de ellas solidariamente y hasta el
límite del valor de la cuota de liquidación que se les
hubiera adjudicado.

5. En el caso de fallecimiento del obligado al reinte-
gro, la obligación de satisfacer las cantidades pen-
dientes de restitución se transmitirá a sus causaha-
bientes, sin perjuicio de lo que establezca el derecho
civil común, foral o especial aplicable a la sucesión
para determinados supuestos, en particular para el
caso de aceptación de la herencia a beneficio de
inventario.

Capítulo II
Del procedimiento de reintegro

Artículo 37.-Competencia para la resolución del
procedimiento de reintegro.

El órgano concedente será el competente para exigir
del beneficiario o entidad colaboradora el reintegro de
subvenciones mediante la resolución del procedimien-
to regulado en este capítulo, cuando aprecie la exis-
tencia de alguno de los supuestos de reintegro de can-
tidades percibidas establecidos en el artículo 33 de la
presente ley, sin perjuicio de las facultades atribuidas
a otros órganos para la ejecución del acuerdo.

Artículo 38.-Procedimiento de reintegro.

1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se
regirá por las disposiciones generales sobre procedi-

mientos administrativos contenidas en el título VI de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurí-
dico de las administraciones públicas y del procedi-
miento administrativo común, sin perjuicio de las
especialidades que se establecen en la presente ley y
en sus disposiciones de desarrollo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se
iniciará de oficio por acuerdo del órgano competente,
bien a propia iniciativa, bien como consecuencia de
orden superior, a petición razonada de otros órganos o
por denuncia. También se iniciará a consecuencia del
informe de control financiero emitido por la Interven-
ción General de la Comunidad Autónoma.

3. En la tramitación del procedimiento se garantiza-
rá, en todo caso, el derecho del interesado a la audien-
cia.

4. Cuando el procedimiento de reintegro se inicie
como consecuencia de informe de control financiero
de la intervención general y, como consecuencia del
trámite de audiencia, el órgano gestor se vaya a sepa-
rar del dictamen del informe de control, antes de dic-
tar la resolución del procedimiento, formulará discre-
pancia de acuerdo con el procedimiento que se
determine reglamentariamente.

5. El plazo máximo para resolver y notificar la reso-
lución del procedimiento de reintegro será de doce
meses desde la fecha del acuerdo de la iniciación.
Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse de acuer-
do con lo previsto en los apartados 5 y 6 del artículo
42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen
jurídico de las administraciones públicas y del proce-
dimiento administrativo común.

Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya
notificado resolución expresa, se producirá la caduci-
dad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las
actuaciones hasta su terminación y sin que se conside-
re interrumpida la prescripción por las actuaciones
realizadas hasta la finalización del citado plazo.

6. La resolución del procedimiento de reintegro pon-
drá fin a la vía administrativa.

Artículo 39.-Retención de pagos.

1. Una vez acordada la iniciación del procedimiento
de reintegro, como medida cautelar, el órgano conce-
dente puede acordar, a iniciativa propia o de una deci-
sión de la Comisión Europea o a propuesta de la Inter-
vención General de la Comunidad Autónoma, la
suspensión de los libramientos de pago de las cantida-
des pendientes de abonar al beneficiario o entidad
colaboradora, sin superar, en ningún caso, el importe
que fijen en la propuesta o resolución de iniciación del
expediente de reintegro, con los intereses de demora
devengados hasta aquel momento.

2. La imposición de esta medida cautelar debe acor-
darse por resolución motivada, que debe notificarse al
interesado, con indicación de los recursos pertinentes.
Asimismo, se comunicará al órgano competente para
la ordenación de pagos, que hará efectiva la retención
del pago hasta el importe objeto de retención.
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3. En todo caso, procederá la suspensión si existen
indicios racionales que permitan prever la imposibili-
dad de obtener el resarcimiento, o si éste puede verse
frustrado o gravemente dificultado y, en especial, si el
perceptor hace actos de ocultación, gravamen o dispo-
sición de sus bienes.

4. La retención de pagos estará sujeta, en cualquie-
ra de los supuestos anteriores, al siguiente régimen
jurídico:

a) Debe ser proporcional a la finalidad que se pre-
tende conseguir y en ningún caso debe adoptarse si
puede producir efectos de difícil o imposible repara-
ción.

b) Debe mantenerse hasta que se dicte la resolución
que pone fin al expediente de reintegro, y no puede
superar el periodo máximo que se fije para su tramita-
ción, incluidas prórrogas.

c) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior,
debe levantarse cuando desaparezcan las circunstan-
cias que la originaron o cuando el interesado propon-
ga la sustitución de esta medida cautelar por la cons-
titución de una garantía que se considere suficiente.

Artículo 40.-Compensación de deudas

En los supuestos y con los requisitos que se esta-
blezcan reglamentariamente, podrán extinguirse total
o parcialmente por compensación las deudas de natu-
raleza pública a favor de la hacienda de la Comunidad
Autónoma que se encuentren en fase de gestión recau-
datoria, tanto voluntaria como ejecutiva, con los crédi-
tos reconocidos por la misma en favor del deudor.

Título III
Del control financiero de subvenciones

Artículo 41.-Control financiero de subvenciones.

El control financiero de subvenciones se ejercerá
sobre:

a) Las subvenciones de la Unión Europea percibidas
por la Administración de la Comunidad Autónoma de
Galicia o los organismos o entidades vinculadas o
dependientes de aquélla.

b) Los beneficiarios y, en su caso, entidades colabo-
radoras por razón de las subvenciones otorgadas por la
Comunidad Autónoma de Galicia y organismos o enti-
dades vinculadas o dependientes de aquélla con cargo
a los presupuestos de la Comunidad Autónoma de
Galicia o a los fondos de la Unión Europea.

Artículo 42.-Competencia para el ejercicio del con-
trol financiero de subvenciones.

1. La competencia para ejercer el control de subven-
ciones corresponde a la Intervención General de la
Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las funciones
que la Constitución española y las leyes otorgan al Tri-
bunal de Cuentas y al Consejo de Cuentas de Galicia
y de lo dispuesto en el artículo 3 de la presente ley.

2. Para la realización del control financiero, la Inter-
vención General de la Comunidad Autónoma podrá
demandar la colaboración de empresas privadas de
auditoría, en las mismas condiciones que las estable-

cidas en el artículo 107.4 del Decreto legislativo
1/1999, de 7 de octubre, por el que se aprueba el tex-
to refundido de la Ley de régimen financiero y presu-
puestario de Galicia, para el control financiero ordina-
rio, correspondiéndole a la intervención general, en
todo caso, la realización de aquellas actuaciones que
supongan el ejercicio de potestades administrativas.

Artículo 43.-Compatibilidad entre controles realiza-
dos por diversos órganos.

1. Las actuaciones de control efectuadas por los
diversos órganos competentes en la materia de cual-
quiera de las administraciones interesadas en el pro-
cedimiento de concesión de la subvención serán com-
patibles entre sí.

2. La Intervención General de la Comunidad Autó-
noma promoverá cuantas actuaciones estén a su alcan-
ce para que las actividades a realizar por los diversos
órganos competentes, sin menoscabo de las actuacio-
nes y objetivos del control, se efectúen de la forma más
eficaz, evitando duplicidades y actuaciones redundan-
tes, sin valor añadido.

Artículo 44.-Objeto del control financiero de sub-
venciones.

1. El control financiero de subvenciones de la Unión
Europea percibidas por la Administración de la
Comunidad Autónoma de Galicia o los organismos o
entidades vinculadas o dependientes de aquélla veri-
ficará el cumplimiento de las normas establecidas en
las disposiciones comunitarias.

En el cumplimiento de la normativa comunitaria, los
órganos de control podrán llevar a cabo controles y
verificaciones de los procedimientos de gestión de los
distintos órganos gestores que intervengan en la con-
cesión, gestión y pago de las ayudas cofinanciadas con
fondos comunitarios, que permitan garantizar la
correcta gestión financiera de los fondos comunitarios.

2. El control financiero de subvenciones tendrá
como objeto verificar:

a) La adecuada y correcta obtención de la subven-
ción por parte del beneficiario.

b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y enti-
dades colaboradoras de sus obligaciones en la gestión
y aplicación de la subvención.

c) La adecuada y correcta justificación de la subven-
ción por parte de beneficiarios y entidades colabora-
doras.

d) La realidad y la regularidad de las operaciones
que, de acuerdo con la justificación presentada por
beneficiarios y entidades colaboradoras, han sido
financiadas con la subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las activi-
dades subvencionadas, en los términos establecidos
en el apartado 3 del artículo 17 de la presente ley.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situacio-
nes no declaradas a la administración por beneficia-
rios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar
a la financiación de las actividades subvencionadas, a
la adecuada y correcta obtención, utilización, disfrute
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o justificación de la subvención, así como a la realidad
y regularidad de las operaciones con ella financiadas.

3. El control financiero de las subvenciones podrá
abarcar:

a) El examen de registros contables, cuentas o esta-
dos financieros y la documentación que los soporte de
beneficiarios y entidades colaboradoras.

b) El examen de operaciones individualizadas y con-
cretas relacionadas o que pudieran afectar a las sub-
venciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y concre-
tos de una serie de actos relacionados o que pudieran
afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones
financiadas.

e) Las actuaciones concretas de control que deban
realizarse conforme con lo que en cada caso establez-
ca la normativa reguladora de la subvención y, en su
caso, la resolución de concesión.

f) Cualquier otra comprobación que resulte necesa-
ria en atención a las características especiales de las
actividades subvencionadas.

4. El control financiero podrá extenderse a las per-
sonas físicas o jurídicas a las que se encuentren aso-
ciados los beneficiarios, así como a cualquier otra per-
sona susceptible de prestar un interés en la
consecución de los objetivos, realización de las activi-
dades, ejecución de los proyectos o adopción de los
comportamientos.

Artículo 45.-Obligación de colaboración.

1. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y
los terceros relacionados con el objeto de la subven-
ción o su justificación estarán obligados a prestar cola-
boración y facilitar cuanta documentación sea reque-
rida, en el ejercicio de las funciones de control, a la
Intervención General de la Comunidad Autónoma, así
como a los órganos que, de acuerdo con la normativa
comunitaria, tengan atribuidas funciones de control
financiero, a cuyo fin tendrán las siguientes faculta-
des:

a) El libre acceso a la documentación objeto de com-
probación, incluidos los programas y archivos en
soportes informáticos.

b) El libre acceso a los locales de negocio y demás
establecimientos o lugares en que se desarrolle la acti-
vidad subvencionada o se permita verificar la realidad
y regularidad de las operaciones financiadas con car-
go a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las factu-
ras, documentos equivalentes o sustitutivos y de cual-
quier otro documento relativo a las operaciones en las
que se deduzcan indicios de la incorrecta obtención,
empleo o destino de la subvención.

d) El libre acceso a la información de las cuentas
bancarias en las entidades financieras donde se pueda
efectuar el cobro de las subvenciones o con cargo a las
que se puedan realizar las disposiciones de los fondos.

2. La negativa al cumplimiento de esta obligación se
considerará resistencia, excusa, obstrucción o negati-
va a los efectos previstos en el artículo 33 de la pre-
sente ley, sin perjuicio de las sanciones que, en su
caso, pudieran corresponder.

3. Las autoridades, cualquiera que sea su naturale-
za, así como los jefes o directores de oficinas públicas,
organismos autónomos y otros entes de derecho públi-
co y quien, en general, ejerza funciones públicas o
desarrolle su trabajo en dichas entidades deberán
prestar la debida colaboración y apoyo a los funciona-
rios encargados de la realización del control financie-
ro de subvenciones.

4. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la
administración, de oficio o a requerimiento de ésta,
cuantos datos con trascendencia en la aplicación de
subvenciones se desprendan de las actuaciones judi-
ciales de las que tengan conocimiento, respetando, en
su caso, el secreto de las diligencias sumariales.

Artículo 46.-Del personal controlador.

1. En el ejercicio del control financiero, el funciona-
rio encargado de realizar el mismo por la Intervención
General de la Comunidad Autónoma será considerado
agente de la autoridad.

2. La Asesoría Jurídica de la Xunta deberá prestar la
asistencia jurídica que, en su caso, corresponda a los
funcionarios que, como consecuencia de su participa-
ción en actuaciones de control financiero de subven-
ciones, sean objeto de citaciones por órgano jurisdic-
cional.

3. El personal controlador que realice el control
financiero de subvenciones deberá guardar la confi-
dencialidad y el secreto respecto de los asuntos que
conozcan por razón de su trabajo.

4. Los datos, informes o antecedentes obtenidos en
el ejercicio de dicho control solamente podrán utilizar-
se para los fines asignados al mismo, servir de funda-
mento para la exigencia de reintegro y, en su caso,
para poner en conocimiento de los órganos competen-
tes los hechos que puedan ser constitutivos de infrac-
ción administrativa, responsabilidad contable o penal.

5. Cuando en la práctica de un control financiero el
funcionario encargado aprecie que los hechos acredi-
tados en el expediente pudieran ser susceptibles de
constituir una infracción administrativa o de responsa-
bilidades contables o penales lo deberá poner en cono-
cimiento de la Intervención General de la Comunidad
Autónoma a efectos de que, si procede, remita lo
actuado al órgano competente para la iniciación de los
oportunos procedimientos.

Artículo 47.-Del procedimiento de control financie-
ro.

1. El ejercicio del control financiero de subvencio-
nes se adecuará al plan anual de auditorías y sus
modificaciones, debidamente motivadas, que apruebe
anualmente la Intervención General de la Comunidad
Autónoma.
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El plan comprenderá a los beneficiarios y, en su
caso, entidades colaboradoras sobre las que se realiza-
rán los controles financieros, y su alcance.

No obstante, no será necesario incluir en el plan de
auditorías y actuaciones de control financiero de la
Intervención General de la Comunidad Autónoma las
comprobaciones precisas que soliciten otros estados
miembros en aplicación de reglamentos comunitarios
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunita-
rios.

2. La iniciación de las actuaciones de control finan-
ciero se efectuará mediante su notificación a los órga-
nos, organismos o entidades objeto de control y a los
beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras,
en la que se indicará la naturaleza y alcance de las
actuaciones a desarrollar, la documentación que en un
principio debe ponerse a disposición del mismo y los
demás elementos que se consideren necesarios. Los
beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras
deberán ser informados, a la iniciación de las actua-
ciones, de sus derechos y obligaciones en el curso de
las mismas. Estas actuaciones serán comunicadas,
igualmente, a los órganos gestores de las subvencio-
nes.

Si durante el transcurso del control se hubiera pro-
ducido una modificación que afecte al alcance de las
actuaciones, esta modificación será comunicada igual-
mente a todos los sujetos interesados.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se
determine la existencia de circunstancias que pudie-
ran dar origen a la devolución de las cantidades perci-
bidas por causas distintas a las previstas en el artícu-
lo 33, se pondrán los hechos en conocimiento del
órgano concedente de la subvención, que deberá infor-
mar sobre las medidas adoptadas, pudiendo acordarse,
por la intervención general, la suspensión del procedi-
miento de control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse
al beneficiario o entidad colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso
deberá notificarse al beneficiario o entidad colabora-
dora, se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las
medidas que, a su juicio, resulten oportunas, las mis-
mas serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de
suspensión, no se hubiera comunicado la adopción de
medidas por parte del órgano gestor.

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control
financiero se deduzcan indicios de la incorrecta obten-
ción, destino o justificación de la subvención percibi-
da, la Intervención General de la Comunidad Autóno-
ma podrá acordar la adopción de las medidas
cautelares que se estimen precisas al objeto de impe-
dir la desaparición, destrucción o alteración de las
facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de
cualquier otro documento relativo a las operaciones en
que tales indicios se manifiesten.

Las medidas serán proporcionadas al fin que se per-
siga. En ningún caso se adoptarán aquéllas que pue-
dan producir un perjuicio de difícil o imposible repa-
ración.

6. El órgano que hubiera hecho el control habrá de
emitir informe escrito comprensivo de los hechos
puestos de manifiesto y de las conclusiones que de
ellos se deriven. Este informe tendrá carácter provisio-
nal y se remitirá tanto al órgano gestor como al bene-
ficiario de la subvención o entidad colaboradora al fin
de que puedan formular durante un plazo de quince
días las alegaciones que estimen oportunas.

Transcurrido el plazo se emitirá informe definitivo,
que incluirá las alegaciones recibidas del beneficiario
o entidad colaboradora y las alegaciones del órgano
gestor, así como las observaciones del órgano de con-
trol sobre éstas.

Si no se recibieron alegaciones, el informe provisio-
nal se elevará a definitivo.

El informe definitivo será remitido al órgano gestor y
al beneficiario o entidad colaboradora. El informe
enviado al beneficiario o entidad colaboradora no
incluirá las conclusiones referentes a la gestión reali-
zada por el órgano gestor, ni las recomendaciones que
de ellas se deriven.

7. Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo
dispuesto en el apartado 4 anterior, comunicara la ini-
ciación de actuaciones que pudieran afectar a la vali-
dez del acto de concesión, la finalización del procedi-
miento de control financiero de subvenciones se
producirá mediante resolución de la Intervención
General de la Comunidad Autónoma en la que se
declarará la improcedencia de continuar las actuacio-
nes de control, sin perjuicio de que, una vez recaída
en resolución declarando la validez total o parcial del
acto de concesión, pudieran volver a iniciarse las
actuaciones.

8. Las actuaciones de control financiero sobre bene-
ficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras habrán
de concluir en el plazo máximo de doce meses a con-
tar desde la fecha de notificación a aquéllos del inicio
de las mismas. Dicho plazo podrá ser ampliado, con el
alcance y requisitos que se determinen reglamentaria-
mente, cuando en las actuaciones concurra alguna de
las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial
complejidad.

b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se
descubra que el beneficiario o la entidad colaborado-
ra ocultaron información o documentación esencial
para un adecuado desarrollo del control.

A los efectos del plazo previsto, no se computarán
las dilaciones imputables al beneficiario o a la entidad
colaboradora, en su caso, ni los periodos de interrup-
ción justificada que se especifiquen reglamentaria-
mente.

c) En el supuesto del control financiero sobre ayudas
de la Unión Europea.
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Artículo 48.-Documentación de las actuaciones de
control financiero.

1. Las actuaciones de control financiero se docu-
mentarán en diligencias, para reflejar hechos relevan-
tes que se pongan de manifiesto en el ejercicio del
mismo, y en informes que tendrán el contenido y
estructura y cumplirán los requisitos que se determi-
nen reglamentariamente.

2. Tanto las diligencias como los informes tendrán
naturaleza de documentos públicos y harán prueba de
los hechos que motiven su formalización, salvo que se
acredite lo contrario.

3. Los informes serán notificados a los beneficiarios
o a las entidades colaboradoras objeto de control. Una
copia del informe será remitido al órgano gestor que
concedió la subvención y se señalará, en su caso, la
necesidad de iniciar expedientes de reintegro y san-
cionador.

Artículo 49.-Efectos de los informes de control
financiero.

1. Cuando en el informe emitido por la Intervención
General de la Comunidad Autónoma se recoja la pro-
cedencia de reintegrar la totalidad o parte de la sub-
vención, el órgano gestor deberá comunicar a la Inter-
vención General de la Comunidad Autónoma en el
plazo de un mes a partir de la recepción del informe
de control financiero la incoación del expediente de
reintegro o la discrepancia con su incoación, que
habrá de ser motivada. En este último caso, la Inter-
vención General de la Comunidad Autónoma podrá
emitir informe de actuación dirigido al órgano gestor.
El procedimiento de tramitación de los informes de
actuación será desarrollado reglamentariamente.

2. En caso de que manifestara su conformidad,
deberá acordar, en base al referido informe y en el pla-
zo de un mes, la iniciación del procedimiento de rein-
tegro, notificándola así al beneficiario o entidad cola-
boradora.

3. Durante el mes siguiente al fin de cada trimestre,
el órgano gestor informará a la Intervención General
de la Comunidad Autónoma de las actuaciones reali-
zadas durante el trimestre respecto a los procedimien-
tos iniciados, así como a aquéllos que en ese periodo
fueran terminados.

En el mismo plazo, los órganos de recaudación com-
petentes remitirán a cada órgano gestor y a la Inter-
vención General de la Comunidad Autónoma informa-
ción sobre la gestión recaudadora realizada sobre
aquellos expedientes de reintegro que se encontraran
pendientes de gestión en dicho periodo y sobre aque-
llos expedientes que se finalizaron.

4. En caso de que en los informes se ponga de mani-
fiesto la existencia de otras irregularidades no consti-
tutivas de reintegro, el órgano gestor deberá comuni-
car con periodicidad cuatrimestral las actividades
desarrolladas referentes a las mismas.

5. Si en los informes se ponen de manifiesto otras
conclusiones o recomendaciones no constitutivas de
irregularidad, el órgano gestor deberá comunicar con

periodicidad cuatrimestral las actividades desarrolla-
das en relación con las mismas.

Título IV
Infracciones y sanciones administrativas en materia

de subvenciones

Capítulo I
De las infracciones administrativas

Artículo 50.-Concepto de infracción.

Constituyen infracciones administrativas en materia
de subvenciones las acciones y omisiones tipificadas
en la presente ley y serán sancionables incluso a títu-
lo de simple negligencia.

Artículo 51.-Responsables.

Serán responsables de las infracciones administrati-
vas en materia de subvenciones las personas físicas o
jurídicas, públicas o privadas, así como los entes sin
personalidad a los que se refiere el apartado 3 del
artículo 8 de la presente ley que por acción u omisión
incurran en los supuestos tipificados como infraccio-
nes en la presente ley y, en particular, las siguientes:

a) Los beneficiarios de subvenciones, así como los
miembros de las personas o entidades contempladas
en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del
artículo 8 de la presente ley, en relación con las acti-
vidades subvencionadas que se hubieran comprometi-
do a realizar.

b) Las entidades colaboradoras.

c) El representante legal de los beneficiarios de sub-
venciones que carezcan de capacidad de obrar.

d) Las personas o entidades relacionadas con el
objeto de la subvención o su justificación obligadas a
prestar colaboración y a facilitar cuanta documenta-
ción sea requerida en cumplimiento de lo dispuesto en
el artículo 45 de la presente ley.

Artículo 52.-Supuestos de exención de responsabili-
dad.

Las acciones u omisiones tipificadas en la presente
ley no darán lugar a responsabilidad por infracción
administrativa en materia de subvenciones en los
siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capa-
cidad de obrar.

b) Cuando concurra fuerza mayor.

c) Cuando se deriven de una decisión colectiva, para
quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asis-
tido a la reunión en la que se tomó aquélla.

Artículo 53.-Concurrencia de actuaciones con el
orden jurisdiccional penal.

1. En los supuestos en los que la conducta pudiera
ser constitutiva de delito, la administración pasará el
tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abs-
tendrá de seguir el procedimiento sancionador mien-
tras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, ten-
ga lugar el sobreseimiento o el archivo de las
actuaciones o se produzca la devolución del expedien-
te por el ministerio fiscal.
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2. La pena impuesta por la autoridad judicial exclui-
rá la imposición de sanción administrativa si se le
impuso al mismo sujeto por los mismos hechos e idén-
tico fundamento a los tenidos en cuenta en el procedi-
miento sancionador.

3. De no estimarse la existencia de delito, la admi-
nistración iniciará o continuará el expediente sancio-
nador en base a los hechos que los tribunales hayan
considerado probados.

Artículo 54.-Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves los incumplimientos
de las obligaciones recogidas en la presente ley y en
las bases reguladoras de subvenciones cuando no
constituyan infracciones graves o muy graves y no ope-
ren como elemento de graduación de la sanción. En
particular, constituyen infracciones leves las siguien-
tes conductas:

a) La presentación fuera de plazo de las cuentas jus-
tificativas de la aplicación dada a los fondos percibi-
dos.

b) La presentación de cuentas justificativas inexac-
tas o incompletas.

c) El incumplimiento de las obligaciones formales
que, no estando previstas de forma expresa en el resto
de párrafos de este artículo, sean asumidas como con-
secuencia de la concesión de la subvención, en los tér-
minos establecidos reglamentariamente.

d) El incumplimiento de obligaciones de índole con-
table o registral, en particular:

1. La inexactitud u omisión de una o varias operacio-
nes en la contabilidad y registros legalmente exigidos.

2. El incumplimiento de la obligación de llevar o
conservar la contabilidad, los registros legalmente
establecidos, los programas y archivos informáticos
que les sirvan de soporte y los sistemas de codifica-
ción utilizados.

3. La llevanza de contabilidades diversas que, refe-
ridas a una misma actividad y ejercicio económico, no
permitan conocer la verdadera situación de la entidad.

4. El empleo de cuentas con significado distinto del
que les corresponde, según su naturaleza, que dificul-
te la comprobación de la realidad de las actividades
subvencionadas.

e) El incumplimiento de las obligaciones de conser-
vación de justificantes o documentos equivalentes.

f) El incumplimiento por parte de las entidades cola-
boradoras de las obligaciones establecidas en la pre-
sente ley que no se recojan de forma expresa en el res-
to de apartados de este artículo.

g) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a
las actuaciones de control financiero.

Se entiende que existen estas circunstancias cuando
el responsable de las infracciones administrativas en
materia de subvenciones, debidamente notificado al
efecto, hubiera realizado actuaciones tendentes a dila-
tar, entorpecer o impedir las actuaciones de los funcio-
narios de la Intervención General de la Comunidad

Autónoma en el ejercicio de las funciones de control
financiero.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción,
excusa o negativa las siguientes conductas:

1. No aportar o no facilitar el examen de documen-
tos, informes, antecedentes, libros, registros, ficheros,
justificantes, asientos de contabilidad, programas y
archivos informáticos, sistemas operativos y de control
y cualquier otro dato objeto de comprobación.

2. No atender algún requerimiento.

3. La incomparecencia, salvo causa justificada, en el
lugar y tiempo señalados.

4. Negar o impedir indebidamente la entrada o per-
manencia en locales de negocio y demás estableci-
mientos o lugares en los que existan indicios probato-
rios para la correcta justificación de los fondos
recibidos por el beneficiario o la entidad colaboradora
o de la realidad y regularidad de la actividad subven-
cionada.

5. Las coacciones al personal controlador que reali-
ce el control financiero.

h) El incumplimiento de la obligación de colabora-
ción por parte de las personas o entidades a que se
refiere el artículo 45 de la presente ley, cuando de ello
se derive la imposibilidad de contrastar la información
facilitada por el beneficiario o la entidad colaborado-
ra.

i) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes leves en la normativa de la Unión Europea en
materia de subvenciones.

Artículo 55.-Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las siguientes con-
ductas:

a) El incumplimiento de la obligación de comunicar
al órgano concedente o a la entidad colaboradora la
obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos
o recursos para la misma finalidad a que se refiere el
artículo 11 de la presente ley.

b) El incumplimiento de las condiciones estableci-
das alterando sustancialmente los fines para los que la
subvención fue concedida.

c) La falta de justificación del empleo dado a los fon-
dos recibidos una vez transcurrido el plazo estableci-
do para su presentación.

d) La obtención de la condición de entidad colabo-
radora falseando los requisitos requeridos en las bases
reguladoras de la subvención u ocultando los que la
hubieran impedido.

e) El incumplimiento por parte de la entidad colabo-
radora de la obligación de verificar, en su caso, el
cumplimiento y efectividad de las condiciones o
requisitos determinantes para el otorgamiento de las
subvenciones, cuando de ello se derive la obligación
de reintegro.

f) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes graves en la normativa de la Unión Europea en
materia de subvenciones.
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Artículo 56.-Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes
conductas:

a) La obtención de una subvención falseando las
condiciones requeridas para su concesión u ocultando
las que la hubieran impedido o limitado.

b) La no aplicación, en todo o en parte, de las canti-
dades recibidas a los fines para los que la subvención
fue concedida.

c) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a
las actuaciones de comprobación y control previstas,
respectivamente, en los artículos 11 y 12 de la presen-
te ley, cuando de ello se derive la imposibilidad de
verificar el empleo dado a los fondos percibidos, o el
cumplimiento de la finalidad y de la realidad y regu-
laridad de las actividades subvencionadas, o la concu-
rrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
para la misma finalidad, procedentes de cualquier
administración o ente público o privado, estatal, de la
Unión Europea o de organismos internacionales.

d) La falta de entrega, por parte de las entidades
colaboradoras, cuando así se establezca, a los benefi-
ciarios de los fondos recibidos de acuerdo con los cri-
terios previstos en las bases reguladoras de la subven-
ción.

e) Las demás conductas tipificadas como infraccio-
nes muy graves en la normativa de la Unión Europea
en materia de subvenciones.

Capítulo II
De las sanciones

Artículo 57.-Clases de sanciones.

1. Las infracciones en materia de subvenciones se
sancionarán mediante la imposición de sanciones
pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecu-
niarias.

2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en
multa fija o proporcional. La sanción pecuniaria pro-
porcional se aplicará sobre la cantidad indebidamente
obtenida, aplicada o no justificada.

La multa fija estará comprendida entre 75 y 6.000
euros y la multa proporcional puede ir del tanto al tri-
ple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o
no justificada o, en el caso de entidades colaborado-
ras, de los fondos indebidamente aplicados o justifica-
dos.

La multa pecuniaria será independiente de la obli-
gación de reintegro contemplada en el artículo 36 de
la presente ley, así como de las indemnizaciones por
daños y perjuicios que pudieran exigirse. Para su
cobro resultará igualmente de aplicación el régimen
jurídico previsto para los ingresos de derecho público
en el Decreto legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de régi-
men financiero y presupuestario de Galicia.

3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán
imponer en caso de infracciones graves o muy graves,
podrán consistir en:

a) La pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas

públicas y avales de las administraciones públicas u
otros entes públicos.

b) La pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de actuar como entidad colaborado-
ra en relación con las subvenciones reguladas en la
presente ley.

c) La prohibición durante un plazo de hasta cinco
años para contratar con las administraciones públicas.

Artículo 58.-Graduación de las sanciones.

1. Las sanciones por las infracciones a que se refie-
re este capítulo se graduarán atendiendo en cada caso
concreto a:

a) La comisión repetida de infracciones en materia
de subvenciones.

Se entenderá producida esta circunstancia cuando el
sujeto infractor fuera sancionado por una infracción de
la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave, en vir-
tud de resolución firme en vía administrativa dentro de
los cuatro años anteriores a la comisión de la infrac-
ción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión
de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de
la sanción mínima se incrementará en 20 puntos por-
centuales por cada infracción anteriormente sanciona-
da, hasta un máximo de 60.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actua-
ciones de comprobación y control recogidas en la letra
c) del apartado 1 del artículo 11 y en la letra d) del
apartado 1 del artículo 12 de la presente ley. Cuando
concurra esta circunstancia en la comisión de una
infracción grave o muy grave, el porcentaje de la san-
ción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos de
la siguiente forma:

1.ª) Por no aportar o no facilitar el examen de docu-
mentos, informes, antecedentes, libros, registros,
ficheros, justificantes, asientos de contabilidad, pro-
gramas y archivos informáticos, sistemas operativos y
de control y cualquier otro dato objeto de comproba-
ción, 15 puntos porcentuales.

2.ª) Por no atender a requerimientos de la adminis-
tración, 10 puntos por cada requerimiento desatendi-
do.

3.ª) Por la incomparecencia, salvo causa justificada,
en el lugar y tiempo señalados, 10 puntos porcentua-
les.

4.ª) Por negar o impedir indebidamente la entrada o
permanencia en locales de negocio y demás estableci-
mientos o lugares en los que existan indicios probato-
rios para la correcta justificación de los fondos recibi-
dos por el beneficiario o la entidad colaboradora o de
la realidad y regularidad de la actividad subvenciona-
da, 15 puntos porcentuales.

5.ª) Por coacciones al personal controlador que desa-
rrolle las actuaciones de comprobación y control, 50
puntos porcentuales.

6.ª) Por otras causas establecidas reglamentariamen-
te, hasta 20 puntos porcentuales.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comi-
sión de infracciones en materia de subvenciones.

A estos efectos, se considerarán principalmente
medios fraudulentos los siguientes:
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1. Las anomalías sustanciales en la contabilidad y
en los registros legalmente establecidos.

2. El empleo de facturas, justificantes u otros docu-
mentos falsos o falseados.

3. La utilización de personas o entidades interpues-
tas que dificulten la comprobación de la realidad de la
actividad subvencionada. Cuando concurra esta cir-
cunstancia en la comisión de una infracción grave o
muy grave, el porcentaje de la sanción mínima se
incrementará entre 20 y 100 puntos.

d) La ocultación a la administración, mediante la fal-
ta de presentación de la documentación justificativa o
la presentación de documentación incompleta, inco-
rrecta o inexacta, de los datos necesarios para la veri-
ficación de la aplicación dada a la subvención recibi-
da. Cuando concurra esta circunstancia en la comisión
de una infracción grave o muy grave, el porcentaje de
la sanción se incrementará entre 10 y 50 puntos.

e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones
formales.

2. Los criterios de graduación son aplicables simul-
táneamente. El criterio establecido en la letra e) se
empleará exclusivamente para la graduación de las
sanciones por infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apar-
tados anteriores no podrán utilizarse para agravar la
infracción cuando estén contenidos en la descripción
de la conducta infractora o formen parte del propio ilí-
cito administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a un
mismo infractor por cada subvención no sobrepasará
en su conjunto del importe de la subvención inicial-
mente concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves
impuestas a un mismo infractor por cada subvención
no sobrepasará en su conjunto del triple del importe
de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no
justificada o, en el caso de entidades colaboradoras,
de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

Artículo 59.-Sanciones por infracciones leves.

1. Cada infracción leve será sancionada con multa
de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto en el apartado
siguiente.

2. Serán sancionadas en cada caso con multa de 150
a 6.000 euros las siguientes infracciones:

a) La inexactitud u omisión de una o varias operacio-
nes en la contabilidad y registros legalmente exigidos.

b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza
de contabilidad o de los registros legalmente estable-
cidos.

c) La llevanza de contabilidades diversas que, refe-
ridas a una misma actividad, no permita conocer la
verdadera situación de la entidad.

d) La utilización de cuentas con significado distinto
del que les corresponde, según su naturaleza, que difi-
culte la comprobación de la realidad de las activida-
des subvencionadas.

e) La falta de aportación de pruebas y documentos
requeridos por los órganos de control o la negativa a su
exhibición.

f) El incumplimiento por parte de las entidades cola-
boradoras de las obligaciones establecidas en el
artículo 12 de la presente ley.

g) El incumplimiento por parte de las personas o
entidades sujetas a la obligación de colaboración y de
facilitar la documentación a que se refiere el artículo
45 de la presente ley, cuando de ello se derive la impo-
sibilidad de contrastar la información facilitada por el
beneficiario o la entidad colaboradora.

Artículo 60.-Sanciones por infracciones graves.

1. Las infracciones graves serán sancionadas con
multa pecuniaria proporcional del tanto al doble de la
cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justi-
ficada o, en el caso de entidades colaboradoras, de los
fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico
correspondiente a la infracción grave represente más
del 50% de la subvención concedida o de las cantida-
des recibidas por las entidades colaboradoras, y exce-
diera de 30.000 euros, concurriendo alguna de las cir-
cunstancias previstas en las letras b) y c) del apartado
1 del artículo 58 de la presente ley, los infractores
podrán ser sancionados, además, con:

a) La pérdida durante un plazo de hasta tres años de
la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas públi-
cas y avales de la administración u otros entes públi-
cos.

b) La prohibición durante un plazo de hasta tres años
para celebrar contratos con la administración u otros
entes públicos.

c) La pérdida durante un plazo de hasta tres años de
la posibilidad de actuar como entidad colaboradora en
relación con las subvenciones reguladas en la presen-
te ley.

Artículo 61.-Sanciones por infracciones muy graves.

1. Las infracciones muy graves serán sancionadas
con multa pecuniaria proporcional del doble al triple
de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no
justificada o, en el caso de entidades colaboradoras,
de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

No obstante, no se sancionarán las infracciones
recogidas en las letras b) y d) del artículo 56 cuando
los infractores hubieran reintegrado las cantidades y
los correspondientes intereses de demora sin previo
requerimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico
correspondiente a la infracción muy grave exceda de
30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstan-
cias previstas en las letras b) y c) del apartado 1 del
artículo 58 de la presente ley, los infractores podrán
ser sancionados, además, con:

a) La pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas
públicas y avales de la administración u otros entes
públicos.

b) La prohibición durante un plazo de hasta cinco
años para celebrar contratos con la administración u
otros entes públicos.

c) La pérdida durante un plazo de hasta cinco años
de la posibilidad de actuar como entidad colaborado-
ra en relación con las subvenciones reguladas en la
presente ley.
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Artículo 62.-Desarrollo reglamentario del régimen
de infracciones y sanciones.

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo
podrán introducir especificaciones o graduaciones al
cuadro de las infracciones o sanciones establecidas
legalmente que, sin constituir nuevas infracciones o
sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que
la ley contempla, contribuyan a la más correcta iden-
tificación de las conductas o la más precisa determi-
nación de las sanciones correspondientes.

Artículo 63.-Prescripción de infracciones y sancio-
nes.

1. Las infracciones prescribirán en el plazo de cua-
tro años a contar desde el día en el que la infracción
se hubiera cometido.

2. Las sanciones prescribirán en el plazo de cuatro
años a contar desde el día siguiente a aquél en que
hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se
impuso la sanción.

3. El plazo de prescripción se interrumpirá de con-
formidad con lo establecido en el artículo 132 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídi-
co de las administraciones públicas y del procedi-
miento administrativo común.

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin perjuicio
de que pueda ser solicitada su declaración por el inte-
resado.

Artículo 64.-Competencia para la imposición de
sanciones.

Las sanciones en materia de subvenciones serán
acordadas e impuestas por los titulares de los departa-
mentos concedentes, salvo en relación con aquéllas
que para su concesión hubieran necesitado de la auto-
rización del Consejo de la Xunta, caso en el que será
competente este último. En caso de subvenciones con-
cedidas por las demás entidades concedentes, las san-
ciones serán acordadas e impuestas por los titulares de
los departamentos a los que hubieran estado e adscri-
tas.

No obstante, cuando la sanción consista en la pérdi-
da de la posibilidad de obtener subvenciones, ayudas
públicas y avales de la Comunidad Autónoma, en la
prohibición para celebrar contratos con la Comunidad
Autónoma o en la pérdida de la posibilidad de actuar
como entidad colaboradora en relación con las sub-
venciones reguladas en la presente ley, la competencia
corresponderá al Consejo de la Xunta.

El titular del departamento designará al instructor
del procedimiento sancionador cuando dicha función
no esté previamente atribuida a ningún órgano admi-
nistrativo.

Artículo 65.-Publicidad de las sanciones.

1. Las resoluciones sancionadoras impuestas por
infracciones graves o muy graves que hubieran gana-
do firmeza en la vía administrativa se publicarán en el
Diario Oficial de Galicia. Asimismo, habrán de comu-
nicarse a los registros de subvenciones y de contratis-
tas de la Administración de la Comunidad Autónoma.

2. Todas las sanciones administrativas firmes en
materia de subvenciones figurarán en el Registro
Público de Sanciones con expresión de las personas
físicas o jurídicas afectadas, la normativa infringida y
el importe de la sanción.

Artículo 66.-Procedimiento sancionador.
1. La imposición de las sanciones en materia de sub-

venciones se efectuará mediante expediente adminis-
trativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al
interesado antes de dictarse el acuerdo correspondien-
te y que será tramitado de conformidad con lo dispues-
to en el capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de régimen jurídico de las adminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo
común.

2. El procedimiento se iniciará de oficio, como con-
secuencia de la actuación de comprobación desarro-
llada por el órgano concedente o por la entidad cola-
boradora, así como de las actuaciones de control
financiero previstas en la presente ley.

3. Los acuerdos de imposición de sanciones pondrán
fin a la vía administrativa.

Artículo 67.-Extinción de la responsabilidad deriva-
da de la comisión de infracciones.

La responsabilidad derivada de las infracciones se
extingue por el pago o cumplimiento de la sanción o
por prescripción o por fallecimiento.

Artículo 68.-Responsabilidades.

1. Responderán solidariamente de la sanción pecu-
niaria los miembros, partícipes o cotitulares de las
entidades a que se refiere el apartado 3 del artículo 8,
en proporción a sus respectivas participaciones, cuan-
do se trate de comunidades de bienes o cualquier otro
tipo de unidad económica o patrimonio separado.

2. Responderán subsidiariamente de la sanción
pecuniaria los administradores de las sociedades mer-
cantiles, o aquellos que ostenten la representación
legal de otras personas jurídicas, de acuerdo con las
disposiciones legales o estatutarias que les resulten de
aplicación, que no realicen los actos necesarios que
sean de su incumbencia para el cumplimiento de las
obligaciones infringidas, adopten acuerdos que hagan
posibles los incumplimientos o consientan los de quie-
nes de ellos dependan.

3. En el caso de sociedades o entidades disueltas y
liquidadas en las que la ley limita la responsabilidad
patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las
sanciones pendientes se transmitirán a éstos, que que-
darán obligados solidariamente hasta el límite del
valor de la cuota de liquidación que se les hubiera
adjudicado o se les hubiera debido adjudicar.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y
liquidadas en las que la ley no limita la responsabili-
dad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares,
las sanciones pendientes se transmitirán a éstos, que
quedarán obligados solidariamente a su cumplimien-
to.

Disposiciones adicionales
Primera.-Adaptación de procedimientos.

Los procedimientos establecidos en la presente ley
se adaptarán reglamentariamente a las condiciones de
organización y funcionamiento de la Administración
local de Galicia.

Segunda.-Régimen especial de las ayudas en mate-
ria de cooperación exterior.

1. Las subvenciones en materia de cooperación para
el desarrollo reguladas en la Ley 3/2003, de 19 de
junio, se someterán en su concesión a los principios de
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publicidad y concurrencia, salvo que proceda la apli-
cación del régimen previsto en el artículo 19.4 de la
presente ley.

2. Al objeto de lograr una mayor eficacia y eficien-
cia en la gestión de los fondos públicos destinados a la
cooperación para el desarrollo, las bases reguladoras
podrán establecer sistemas específicos de pagos anti-
cipados de hasta el 100% de la subvención concedida,
sin la obligación de presentar garantías, así como regí-
menes especiales de justificación y control cuando la
naturaleza de los proyectos o características de los
destinatarios lo requieran.

Tercera.-Ayudas en especie.

Las ayudas consistentes en la cesión de bienes o
derechos del patrimonio de la Comunidad Autónoma
se regirán por la legislación del patrimonio. No obs-
tante, las entregas de bienes o derechos o la prestación
de servicios adquiridos o contratados con la finalidad
exclusiva de entregarlos a terceros y que cumplan los
requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del
artículo 2.1 de la presente ley tendrán la considera-
ción de subvenciones en especie y quedarán sujetas a
las previsiones de la presente ley, sin perjuicio de las
especificidades de la gestión presupuestaria que
reglamentariamente se determinen.

Cuarta.-Actividad de patrocinio.

La actividad del patrocinio se regirá por su normati-
va específica y supletoriamente por la presente ley.

Quinta.-Universidades.

Las universidades de la Comunidad Autónoma de
Galicia se sujetarán a las previsiones de la presente
ley sin perjuicio de las peculiaridades derivadas de su
propia organización.

Sexta.-Registro Público de Ayudas, Subvenciones y
Convenios.

1. Las entidades locales y las universidades de la
Comunidad Autónoma de Galicia deberán crear un
Registro Público de Ayudas, Subvenciones y Conve-
nios, que permita su consulta pública y la elaboración
de la correspondiente información estadística. Este
registro deberá ponerse en marcha dentro del plazo de
un año a partir de la publicación de la presente ley.

2. En cada un de los registros creados se consigna-
rán las subvenciones concedidas, con expresión de la
convocatoria, del programa y del crédito presupuesta-
rio al que se imputan, del beneficiario, de la cantidad
concedida y de la finalidad o finalidades de la subven-
ción.

3. Este registro es complementario de las obligacio-
nes de publicidad a que están obligadas las entidades
y se gestionará teniendo en cuenta, en todo caso, la
necesidad de preservación del derecho al honor, a la
intimidad persoal y familiar y a la propia imagen.

Séptima.-Actualización de las cuantías previstas en
la presente ley.

Se autoriza al Consejo de la Xunta de Galicia para
que, a propuesta del consejero competente en materia
de economía y hacienda, pueda actualizar, mediante
decreto, las cuantías recogidas en la presente ley.

Octava.-Autorización a la consejería competente en
materia de economía y hacienda para la regulación de
procedimientos en materia de subvenciones por
medios telemáticos.

Se autoriza a la consejería competente en materia de
economía y hacienda para que mediante orden esta-
blezca las normas que regulen el empleo de medios
electrónicos, informáticos y telemáticos en los proce-
dimientos relativos a las subvenciones previstos en la
presente ley.

Disposiciones transitorias

Primera.-Régimen transitorio de los procedimientos.

1. A los procedimientos de concesión de subvencio-
nes iniciados a la entrada en vigor de la presente ley
les será de aplicación la normativa vigente en el
momento de su iniciación.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo ante-
rior, los procedimientos de control financiero, reinte-
gro y revisión de actos previstos en la presente ley
resultarán de aplicación desde su entrada en vigor.

3. El régimen sancionador previsto en la presente
ley será de aplicación a las personas beneficiarias y a
las entidades colaboradoras, en los supuestos previs-
tos en esta disposición, siempre que el régimen jurídi-
co sea más favorable que el previsto en la legislación
anterior.

4. La adaptación reglamentaria de los procedimien-
tos establecidos en la presente ley a las condiciones de
organización y funcionamiento de la Administración
local de Galicia se realizará en el plazo de nueve
meses a partir de su entrada en vigor.

Segunda.-Igape.

Los incentivos a la actividad empresarial en la
Comunidad Autónoma de Galicia, establecidos al
amparo del Decreto 172/2001, de 12 de julio, cuya
gestión corresponde al Instituto Gallego de Promoción
Económica, se regularán por lo dispuesto en sus bases
reguladoras en tanto no se cierre definitivamente el
marco de apoyo comunitario establecido para el perio-
do 2000-2006 por la Comisión Europea, excepto en lo
referido al régimen de control financiero y a las infrac-
ciones y sanciones administrativas en materia de sub-
venciones, que se regirán por lo dispuesto en la pre-
sente ley.

Tercera.-Exoneración de la presentación de los jus-
tificantes de acreditación de obligaciones tributarias,
con la Seguridad Social y deudas con la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma.

La Ley de presupuestos de la Comunidad Autónoma
determinará las ayudas y subvenciones en las que se
producirá la exoneración de la presentación de los jus-
tificantes de acreditación de obligaciones tributarias,
con la Seguridad Social y deudas con la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma en tanto no se aprue-
ben las disposiciones reglamentarias previstas para el
desarrollo y aplicación de la presente ley.

Disposición derogatoria

Única.-Derogación normativa.

1. Quedan derogadas todas las normas de igual o
inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo
dispuesto en la presente ley.

2. Quedan derogadas las siguientes disposiciones:

a) Del Decreto legislativo 1/1999, de 7 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
régimen financiero y presupuestario de Galicia, los
artículos 78 y 79 y la disposición adicional cuarta.
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En los próximos años la tecnología tendrá una
mayor relevancia en el desarrollo social y económico

b) El Decreto 287/2000, de 21 de noviembre, por el
que se desarrolla el régimen de ayudas y subvenciones
públicas de la Comunidad Autónoma de Galicia, en
cuanto se oponga a lo establecido en la presente ley.

c) El Decreto 21/1992, de 29 de enero, que desarro-
lla el artículo 31 de la Ley 15/1991, de 28 diciembre,
de presupuestos generales de la Comunidad Autóno-
ma para 1992, en materia de subvenciones y ayudas.

d) De la Ley 3/2003, de 19 de junio, de cooperación
para el desarrollo, el apartado 5 del artículo 29.

Disposición final

Única.-Desarrollo y entrada en vigor.

1. En el plazo de seis meses a partir de la entrada en
vigor de la presente ley se aprobará un reglamento
general para su aplicación.

2. La presente ley entrará en vigor tres meses des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de Galicia.

Santiago de Compostela, trece de junio de dos mil
siete.

Emilio Pérez Touriño
Presidente

CONSELLERÍA DE ECONOMÍA
Y HACIENDA

Corrección de errores.-Orden de 14 de febre-
ro de 2007 por la que se modifica la Orden
de 13 de diciembre de 1999 por la que se
regula la gestión y el pago de la tasa fiscal
sobre el juego realizado a través de máqui-
nas de juego, tipo A especial, B o C.

Advertido error en la mencionada orden publicada
en el Diario Oficial de Galicia, nº 42, del miércoles,
28 de febrero de 2007, es necesario hacer la siguien-
te corrección:

En la página 2.948, en el segundo párrafo, donde
dice: «... establecía en su artículo 13.6º ...», debe
decir: «... establecía en su artículo 13.seis ...».

III. OTRAS DISPOSICIONES

CONSELLERÍA DE PRESIDENCIA,
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
Y JUSTICIA

Orden conjunta de 8 de junio de 2007, de la
Consellería de Educación y Ordenación
Universitaria y la Consellería de Innova-
ción e Industria, por la que se convocan pre-
mios a recursos educativos para la sociedad
de la información, para el profesorado de
centros de enseñanza no universitaria soste-
nidos con fondos públicos para el año 2007.

de Galicia, ya que contar con un espacio en un
mundo cada vez más competitivo y globalizado y el
bienestar de la ciudadanía gallega en la sociedad del
conocimiento dependerá en gran medida de la compe-
tencia tecnológica de las gallegas y de los gallegos,
entre otras que les permitan satisfacer las necesida-
des sociales en un marco de sostenibilidad.

En el momento actual existe una demanda social
creciente de estos servicios, tanto desde los ámbitos
académico y profesional como desde sectores cada
vez más amplios de población interesados en la
adquisición constante de nuevos conocimientos.
Atendiendo a esta demanda, la Consellería de Educa-
ción y Ordenación Universitaria y la Consellería de
Innovación e Industria entienden que el éxito de la
ciudadanía gallega en la adaptación a la sociedad de
la información requiere de una nueva alfabetización
que para llegar al conjunto de los gallegos debe ser
abordada a través del sistema educativo.

Esta convocatoria es una iniciativa conjunta de la
Consellería de Educación y Ordenación Universitaria
y de la Consellería de Innovación e Industria que pre-
tende contribuir al reconocimiento del esfuerzo de
adaptación por parte del profesorado al uso de las tec-
nologías de información y comunicación en el ámbito
educativo. Asimismo, la convocatoria de estos pre-
mios pretende favorecer la creación de recursos mul-
timedia de contrastada eficacia didáctica, accesibles,
ajustados a los contenidos curriculares vigentes en las
enseñanzas no universitarias y a la realidad gallega,
susceptibles de ser usados en el aula o en el hogar por
parte del profesorado, el alumnado y las familias, por
lo que, para tal fin, y por lo mismo,

DISPONEN:

Artículo 1º.-Objeto.

El objeto de la presente orden es convocar 16 pre-
mios a recursos educativos para la sociedad de la
información 2007 y establecer sus bases reguladoras
con la finalidad de fomentar el uso de las tecnologías
de la información y de la comunicación en el entorno
educativo gallego.

Artículo 2º.-Modalidades, número y dotación de los
premios.

Se podrá participar en la presente convocatoria por
cuatro modalidades, con la siguiente dotación econó-
mica y número de premios:

Modalidad A: herramientas de autor.

a) Un primer premio de 6.000 €.

b) Un segundo premio de 4.000 €.

c) Un tercero premio de 3.000 €.


